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DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA DIRECTIVA DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL  HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 

 
Diputada Cinthia Verónica Segovia Colunga, integrante del Grupo Parlamentario del Partido del 
Trabajo de la LXIII Legislatura; con fundamento en lo establecido en los artículos, 61,  y 62, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130, 131, y 133, de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; y 61, 62, y 65, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí; me permito someter a consideración de 
esta Soberanía, iniciativa con Proyecto de Decreto que propone derogar el artículo 6º de la Ley en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares, y del 
Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado de San Luis Potosí , al tenor de la siguiente: 
 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S 
 
Para fines de difusión, el siete de marzo de esta anualidad la Suprema Corte de Justicia publicó el 
comunicado de prensa que a la letra dice: 
 

ñNo. 076/2023 
Ciudad de México, a 07 de marzo de 2023 

 
SCJN INVALIDA LEGISLACIÓN DE SAN LUIS POTOSÍ EN MATERIA DE DESAPARICIÓN 

FORZADA DE PERSONAS 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), como resultado del análisis de las 
impugnaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, invalidó el artículo 6 de la Ley en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Estatal de B¼squeda de Personas del Estado de San Luis Potos², en las porciones normativas ñla Ley 
General; el C·digo Nacional de Procedimientos Penales; el C·digo Penal Federal;ò, ñla Ley General de 
V²ctimasò, as² como ñy los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parteò, expedida 
mediante decreto publicado el 2 de enero de 2022, donde se preveía a los ordenamientos señalados 
como supletorios de la ley local. 
 
Al respecto, la SCJN determinó que el legislador del Estado carecía de facultades para establecer esa 
supletoriedad en lo no previsto por la ley local en materia de desaparición de personas, pues ésta no 
puede regular cuestiones relacionadas con la investigación, procedimiento y sanción de ese tipo de 
delitos, cuestiones todas que el Congreso de la Unión reservó a la Ley General. 
 
El Pleno resolvió que el legislador potosino se encontraba impedido para establecer que los Tratados 
Internacionales sean supletorios de la ley local, ya que éstos son de aplicación directa, al integrar la 
Ley Suprema de la Unión. 
 
La invalidez determinada surtirá efectos retroactivos, únicamente en lo que se refiere a la materia penal, 
al 3 de enero de 2022, fecha en que entró en vigor el decreto impugnado. 
 
Acción de inconstitucionalidad 27/2022, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, demandando la invalidez del artículo 6 de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del 
Estado de San Luis Potosí, publicado en el Periódico Oficial de esa entidad de 2 de enero de 2022, 
mediante Decreto 0132. Ponente: Ministra Loretta Ortiz Ahlf. Secretarias: Diana Rangel León y 
Estefanía Alcázar Javier. 
 
Documento con fines de divulgaci·n. La sentencia es la ¼nica versi·n oficial.ò 



 

Por lo que en atención a lo previsto en el artículo 73 fracción XXI inciso a) de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ha de ser derogada la disposición que nos ocupa, y así estar en 
observancia a lo estipulado por el dispositivo invocado. 
 
Por lo anterior, respetuosamente someto a la consideración de esta Asamblea Legislativa el 
siguiente:  
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 
ÚNICO.  Se   DEROGA el artículo 6º de la Ley en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares, y del Sistema Estatal de Búsqueda de Personas del Estado 
de San Luis Potosí, para quedar como sigue 
 
ARTÍCULO 6º. Se deroga 
  

T R A N S I T O R I O S 
 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 
del Estado ñPlan de San Luisò. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.  
 

ATENTAMENTE 
 
 

C I N T H I A   V E R Ó N I C A   S E G O V I A   C O L U N G A 
D I P U T A D A 

 
 

San Luis Potosí, S. L. P.,  a 14 de marzo de 2023 



 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  
 DE SAN LUIS POTOSÍ.  
P R E S E N T E S. -  
 
DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECH AVARRÍA , integrante de la LXIII Legislatura y 
miembro del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo que 
disponen los numerales, 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa con proyecto de Decreto 
que insta reformar la fracción III del artículo 10 de la ley de Consulta Indígena para el Estado y 
Municipios de San Luis Potosi con fundamento en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 

El artículo ciento treintaitrés de la Constitución Política Federal establece que: 
 
ñArt²culo 133. Esta Constituci·n, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella  y todos 
los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 
República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión . Los jueces de 
cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados , a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las 
entidades federativas ò 
 
Para tal efecto la suprema corte ha establecido que este artículo debe interpretarse de la siguiente 
manera: 
 

 
Por lo anterior se concluye que las Leyes Generales son de aplicación obligatoria en materia Estatal, de 
tal forma que la falta de armonización de una Ley Local con una general pueda ser impugnada y generar 
responsabilidad administrativa  o judicial, ya que vicia el acto y lo hace anulable. 
 
Si bien es cierto el convenio 169 de la OIT, como de los artículos, 2° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; y 9° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis 
Potosí, así como de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas, 
se desprende la obligación del Estado de consultar a los pueblos y comunidades indígenas; las normas 



 

Generales que incidan en los Derechos de personas indígenas deben ser Consultadas y derivado de dicho 
proceso incorporarse a la norma. 
 
Sin embargo al no clarificar la norma Local las armonizaciones de preceptos generales a locales genera 
trámites repetitivos que no permiten establecer con efectividad los derechos de las personas indígenas; 
al generar mayores trámites que los cotidianos, actualmente se podrían concebir duplicidad de consultas 
esto derivado de la consulta de la reforma a nivel federal y otra a nivel estatal de una misma propuesta 
que favorezca a los pueblos originarios.  
 
Por lo que resulta pertinente establecer que no sea materia de consulta una armonización de Leyes 
Generales al ámbito Estatal porque para tal efecto la Consulta ya se llevó a cabo por el Legislativo 
Federal. 
 
Por lo tanto, para una mayor comprensión, se presenta el siguiente cuadro comparativo: 
 

Ley de Consulta Indígena para el Estado y Municipios de San Luis Potosi 
VIGENTE  INICIATIVA  

ARTICULO 10. No podrán ser materia de consulta los 
siguientes asuntos: 
 LΦ Χ 
 LLΦ Χ 
 III. Las reformas al marco jurídico estatal que sean de 
carácter tributario o fiscal, así como las reformas a la 
Constitución del Estado y a las leyes locales que deriven de 
reformas o adiciones a la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

!w¢L/¦[h млΦ Χ 
 LΦ Χ 
 LLΦ Χ 
 III. Las reformas al marco jurídico estatal que sean de 
carácter tributario o fiscal, así como las reformas a la 
Constitución del Estado y a las leyes locales que deriven 
de reformas o adiciones a Leyes Generales o a la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este Honorable Pleno, el 
siguiente: 
 

PROYECTO  
DE  

 DECRETO  
 
ÚNICO: Se REFORMA la fracción III del artículo 10 de la ley de Consulta Indígena para el Estado 

y Municipios de San Luis Potosi para quedar como sigue: 
 
 
ARTICULO 10. é 
 I. é 
 
 II. é 
 
 III. Las reformas al marco jurídico estatal que sean de carácter tributario o fiscal, así como las 
reformas a la Constitución del Estado y a las leyes locales que deriven de reformas o adiciones 
a Leyes Generales o a la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

T R A N S I T O R I O S  
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado, ñPlan de San Luisò. 



 

 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

 
San Luis Potosí, S.L.P., A 15 marzo  de  2023 . 

 
 

ATENTAMENTE  
 
 

DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA  



 

CC. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  
 DE SAN LUIS POTOSÍ.  
P R E S E N T E S. -  
 
DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA , integrante de la LXIII Legislatura y 
miembro del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo que 
disponen los numerales, 61 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 130 y 131 de la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 61, 62 y 65 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, someto a la consideración de esta Soberanía, iniciativa con proyecto de Decreto 
que insta reformar el primer párrafo del artículo 130 ; el primer y segundo párrafos del artículo 172 de la 
Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí con fundamento en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 

El artículo primero en su párrafo tercero de la Constitución Política Federal establece que: 
 
ñTodas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuenci a, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca 
la ley ñ 
 
Derivado de lo anterior se dio origen a la actual Ley General de Atención a Víctimas así como a las 
homologas en los Estados de la República; leyes que tienen como finalidad reconocer y garantizar los 
derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho a la 
asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los 
demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos 
humanos de los que el Estado Mexicano es parte y demás instrumentos de derechos humanos.Esto a 
través de una comisión ejecutiva que debe garantizar el acceso a los servicios multidisciplinarios y 
especializados que el Estado proporcionará a las víctimas de delitos o por violación a sus derechos 
humanos, para lograr su reincorporación a la vida social. 
 
En este tenor el 18 de febrero de 2022 se publicó en el DOF el DECRETO por el que se reforman los 
artículos 166, 168 y 170 de la Ley General de Víctimas; para incluir el derecho de las víctimas de recibir 
la asistencia de personas intérpretes o traductoras cuando lo requieran. 
 
Estableciendo dentro del transitorio segundo que a partir de la entrada en vigor del citado Decreto, los 
Congresos de las Entidades Federativas contarán con un plazo de 120 días para armonizar su respectiva 
legislación conforme a lo establecido en este Decreto. 



 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Dicho lo anterior se debe concluir que a la fecha han trascurrido más de un año desde la publicación del 
Decreto de referencia sin que la legislación estatal este armonizada, por lo cual, con el objetivo de 
incorporar de manera efectiva y clara este derecho otorgado en la norma Federal resulta prioritario en 
la norma Estatal dado que ante la falta de este derecho en la norma Local se generaría en primer lugar 
el incumplimiento a una norma obligatoria emanada del Legislativo Federal, aunado a una eventual 
impugnación a la autoridad aplicadora que puede resultar responsable administrativa o judicialmente.  
Por lo tanto, para una mayor comprensión, se presenta el siguiente cuadro comparativo: 
 

Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí 
VIGENTE  INICIATIVA  

ARTÍCULO 130. La Asesoría Jurídica se integrará por los 
abogados, peritos, profesionales y técnicos de las diversas 
disciplinas que se requieren para la defensa de los 
derechos previstos en esta Ley.  

ARTÍCULO 130. La Asesoría Jurídica estará integrada 
por asesores jurídicos de atención a víctimas, peritos, 
intérpretes o traductores lingüísticos y profesionistas 



 

Χ 
 
ARTÍCULO 172. La víctima tendrá derecho a solicitar a la 
Comisión Ejecutiva que le proporcione un Asesor Jurídico 
en caso de que no quiera o no pueda contratar un abogado 
particular. En este caso, la Comisión Ejecutiva Estatal 
deberá nombrarle uno a través de los asesores jurídicos de 
la Unidad de Primer Contacto, desde su ingreso al 
Registro, o en caso de ser de inminente necesidad, desde 
la solicitud de ingreso al mismo.  
 
 
La víctima tendrá el derecho de que su abogado 
comparezca a todos los actos en los que ésta sea 
requerida.  
Χ 
LΦ ŀ ±Φ Χ 

técnicos de diversas disciplinas que se requieran para 
la defensa de los derechos de las víctimas. 
Χ 
ARTÍCULO 172. La víctima tendrá derecho a solicitar a 
la Comisión Ejecutiva que le proporcione un Asesor 
Jurídico en caso de que no quiera o no pueda contratar 
un abogado particular. En este caso, la Comisión 
Ejecutiva Estatal deberá nombrarle uno a través de los 
asesores jurídicos de la Unidad de Primer Contacto así 
como un intérprete o traductor lingüístico cuando la 
víctima no comprenda el idioma español o tenga 
discapacidad auditiva, verbal o visual; desde su 
ingreso al Registro, o en caso de ser de inminente 
necesidad, desde la solicitud de ingreso al mismo.  
 
La víctima tendrá el derecho de que su abogado 
comparezca a todos los actos en los que ésta sea 
requerida, y de contar con un intérprete o traductor 
de su lengua, cuando así se requiera. 
Χ 
LΦ ŀ ±Φ Χ 

 
Con base en los motivos expuestos presento a consideración de este Honorable Pleno, el siguiente: 

 
PROYECTO DE DECRETO  

 
ÚNICO: Se REFORMA  el primer párrafo del artículo 130 ; el primer y segundo párrafos del artículo 
172 de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de San Luis Potosí para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 130.  La Asesoría Jurídica estará integrada por asesores  jurídicos de atención a 
víctimas , peritos, intérpretes o traductores lingüísticos  y profesionistas técnicos de diversas 
disciplinas que se requieran para la defensa de los derechos de las víctimas.  
 
é 
 
ARTÍCULO 172 . La víctima tendrá derecho a solicitar a la Comisión Ejecutiva que le proporcione un 
Asesor Jurídico en caso de que no quiera o no pueda contratar un abogado particular. En este caso, la 
Comisión Ejecutiva Estatal deberá nombrarle uno a través de los asesores jurídicos de la Unidad de 
Primer Contacto así como un intérprete o traductor lingüístico cuando la víctima no 
comprenda el idioma español o tenga discapacidad auditiva, verbal o visual;  desde su 
ingreso al Registro, o en caso de ser de inminente necesidad, desde la solicitud de ingreso al mismo.  
 
La víctima tendrá el derecho de que su abogado comparezca a todos los actos en los que ésta sea 
requerida, y de contar con un intérprete o traductor de su lengua, cuando así se requiera.  
é 
 
I. a V. é 
 

T R A N  S I T O R I O S  
 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado, ñPlan de San Luisò. 



 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 
 
TERCERO .  Para el cumplimiento del Presente Decreto la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a 
Víctimas; podrá suscribir convenio de colaboración con instituciones Públicas o Privadas para 
garantizar la interpretación o traducción requeridas; que no impliquen erogaciones con cargo al 
presupuesto aprobado. 
 

San Luis Potosí, S.L.P., A 13  de  marzo  de 2023.  
 

ATENTAMENTE  
 
 
 

DIP.YOLANDA JOSEFINA CEPEDA ECHAVARRÍA  
 
 



 

DIPUTADOS DE LA SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA DEL  

CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

P R E S E N T E S . ï 

 

DR. JUAN FRANCISCO AGUILAR HERNÁNDEZ , en mi carácter de Diputado Local de la Sexagésima Tercera 

Legislatura de este H. Congreso del Estado de San Luis Potosí en que comparezco, así como miembro del grupo 

parlamentario del Partido Acc ión Nacional (PAN), respetuosamente acudo ante ustedes a exponer lo siguiente:  

 

Con las atribuciones que me confiere el artículo 61 de nuestra Constitución Política para el Estado de San Luis 

Potosí, así como los numerales 130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis 

Potosí, y los preceptos marcados en los artículos 61, 62 y 65 del Reglamento Interno del Congreso de San Luis 

Potosí; someto a la consideración de esta soberanía LA INICIATIVA QUE PROPONE MODIFICAR LA FRACCIÓN 

IV DE L ARTÍCULO 7º DE LA LEY DE JUICIO POLÍTICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, lo anterior con base 

en la siguiente:  

 

E X P O S I C I Ó N      D E      M O T I V O S  

 

El 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucio nal, que implicó un 

rediseño de nuestro sistema de justicia, para convertirlo de carácter mixto a uno de carácter acusatorio y oral. 

Entre los objetivos más relevantes de esta reforma destaca el de establecer un sistema de igualdad entre las 

partes, que re conozca y proteja plenamente los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales en la materia, de los que el Estado mexicano 

sea parte.  

 

De dicha reforma, comenzaron a ocurrir un s infín de cambios procesales dentro de nuestro sistema penal, 

siendo uno de ellos, que el Constituyente Permanente autorizó la incorporación de la figura de los jueces de 

control, en el artículo 16 constitucional, párrafo décimo tercero (hoy décimo cuarto),  bajo los siguientes 

términos:  

 

Los poderes judiciales contarán con jueces de control, que resolverán, en forma inmediata, y por cualquier 

medio, las solicitudes de medidas cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la 

autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de los indiciados y de las víctimas u 

ofendidos.  

 

El juez de control, en la práctica ya es catalogado como aquel operador jurídico que ejerce una vigilancia de 

los derechos constitucionales de los s ujetos del proceso penal, durante las fases de investigación e intermedia; 

garantizándoles una respuesta pronta e inmediata, bajo las reglas del control judicial, sobre aquellas 

diligencias, actos procesales o comportamientos de las agencias formales del n uevo sistema de justicia penal 

que pongan en peligro o lesionen los derechos constitucionales de los sujetos procesales, así podemos observar 

una visión de Juez de Control, que no solo otorga medidas cautelares y providencias precautorias, sino que es 

adem ás un juez de control de la constitucionalidad y legalidad durante el proceso.  

 

De lo anterior, es claro que los ahora llamados Jueces de Control forman parte de nuestro Poder Judicial en el 

Estado de San Luis Potosí, siendo una figura que únicamente exist e en el ámbito penal, no pasando 

desapercibido que se encuentra sujeto y dependiente; a las facultades consagradas que se le otorguen por el 

Poder Judicial.  

 

Por lo antes expuesto, es claro que al día de hoy, la figura del Juez de Control se encuentra vige nte en los 

ámbitos federales y locales, por tanto, surte todos sus efectos legales y existencia jurídica, tal es el caso, que 

al d²a de hoy, nuestro estado cuenta con un ñCentro Integral de Justicia Penalò, donde dirimen Causas Penales 

los ya dichos Jueces  de Control.  

 

Ahora bien, no debe pasar desapercibo que dicha figura del ñJuez de Controlò, no debe ser considerada como 

un ñJuez de Primera instanciaò, como existe en diversas materias del derecho, por lo anterior, debe decirse 

que para el caso en concret o, se debe de actualizar nuestra Ley de Juicio Político del Estado de San Luis Potosí, 



 

adecuándose a la realidad social, histórica y política que deviene de las reformas y actualizaciones a nuestro 

marco normativo, por lo cual, es necesaria su modificación  y homologación con las diversas leyes.  

 

De ahí entonces es que debe existir una armonización legislativa, es decir, que sean concordantes entre sí 

nuestras leyes locales; siempre y cuando no se contrapongan con tratados internacionales y nuestra propia 

Carta Magna Federal, por lo tanto, es un ejercicio necesario para nuestro Estado, en virtud de que su 

inobservancia puede generar contradicciones, lagunas normativas e incertidumbre que impediría una adecuada 

aplicación y cumplimiento de la ley.  

 

Por tanto,  es evidente que la presente iniciativa de reforma debe formalizarse por medio de una armonización 

jerárquica de las leyes, es decir, que por medio del Poder Legislativo, las leyes locales, en este caso Ley de 

Juicio Político del Estado de San Luis Potosí;  concuerde en su contenido y dirección con nuestra propia 

Constitución Local, y la Federal, dando de esta manera seguridad jurídica a los gobernados, y armonizando las 

leyes locales con la Constitución de nuestro Estado.  

 

Basados en las exposiciones aquí p lanteadas, es que someto a consideración de esta Soberanía la iniciativa 

que pretende reformar y adicionar LA INICIATIVA QUE PROPONE MODIFICAR LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 

7º DE LA LEY DE JUICIO POLÍTICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, mismo que se muestra e n la siguiente 

tabla comparativa:  

 

TEXTO VIGENTE  

 

 TEXTO ADICIONADO  

ARTÍCULO 7º.  Son sujetos de juicio político:  

é 

IV.  Los jueces de Primera Instancia;  

é 

  

ARTÍCULO 7º.  Son sujetos de juicio político:  

é 

IV. Los Jueces del Poder Judicial del Estado 

de San  Luis Potosí.  

é 

 

  

 

P R O Y E C T O      D E      D E C R E T O  

 

ÚNICO. -  Se modifica la fracción IV del artículo que se encuentra subrayado en el capítulo que antecede 

respecto del ARTÍCULO 7º DE LA LEY DE JUICIO POLÍTICO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, para que queden 

como a continuación se transcriben:  

 

ARTÍCULO 7º.  Son sujetos de juicio político:  

é 

 

IV.  Los Jueces del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí.  

é 

 

T R A N S I T O R I O S  

 

ÚNICO. -  El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial 

del Estado ñPlan de San Luisò. 

 

 

San Luis Potosí, S.L.P., 10 de marzo de 2023.  

 

PROTESTO LO NECESARIO.  

 

 

DR. JUAN FRANCISCO AGUILAR HERNÁNDEZ.  

DIPUTADO LOCAL  



 

San Luis Potosí, S.L.P., a 15 de marzo de 2023  

 

C.C. Diputadas Secretarias de la  

Directiva de la LXIII Legislatura  

Congreso del Estado de San Luis Potosí  

Presentes 

 

Dip. José Luis Fernández Martínez en mi calidad de integrante de esta LXIII 

Legislatura, presentamos a la consideración de este H. Congreso, iniciativa con 

proyecto de decreto, que propone reformar el artículo 82 de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, lo que llevamos a cabo de 

conformidad con la siguiente  

 

E x p o s i c  i ó n  d e   M o t i v o s 

 

En las disposiciones orgánicas (ley y su reglamento) de este Congreso del Estado, se 

prevé la facultad con la que cuenta la Junta de Coordinación Política para proponer 

al Pleno el nombramiento de las personas que han de ocupar el cargo de titulares de  

los órganos de soporte técnico y de control, o bien, que de no estar reservada la 

designación al Pleno, sea la propia Junta de Coordinación Política, la que lleve a 

cabo los nombramientos.  

 

Sin embargo, ante la falta temporal de cualquiera de los titulare s de esos órganos de 

apoyo, no se prevé quien podrá sustituir durante esa temporalidad a la o al titular de 

que se trate, lo que puede provocar que las tareas encomendadas a esas instancias, 

sufran de una parálisis parcial o total.  

 

Mismo supuesto sucede a nte la falta definitiva de alguna o algún titular, por el tiempo 

que en su caso, transcurra para el proceso de su selección y designación.  

 

Es por esa circunstancia que, proponemos dar solución a los supuestos planteados, 

buscando la continuidad y orden en  las labores inherentes a este Poder Legislativo.  

 

Cuadro comparativo de la iniciativa:  

 

Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí  

 

Texto vigente  Texto propuesto  

 

ARTICULO 82. La Junta de 

Coordinación Política tiene las 

siguientes atribuciones:  

I. a XIIIé 

 

ARTICULO 82é 

 

 

I. a XIIIé 

XIVé; 

 



 

XIV. Coadyuvar en las actividades 

que se encomienden a las 

comisiones y a los comités, y  

 

 

 

 

 

 

 

 

XV. Las demás que le confieren esta 

Ley y el Reglamento.  

 

  

XV. Designar de entre los servidores 

públicos del Congreso, a quien 

supla las ausencias definitivas en 

tanto se determina la nueva 

designación, o bien temporales , de 

las personas titulares de los órganos 

de soporte técnico y de control a 

que se refiere a f racción IV del 

artículo 61 de esta ley, y  

 

XVI. Las demás que le confieren esta 

Ley y el Reglamento.  

 

En virtud de los argumentos expuestos, se propone el siguiente  

 

Proyecto de Dictamen  

 

ÚNICO. Se adiciona fracción XV, por lo que actual XV pasará a ser X VI, de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí , para quedar como sigue:  

 

ARTICULO 82é 

 

I. a XIIIé 

 

XIVé; 

 

XV. Designar de entre los servidores públicos del Congreso, a quien supla las 

ausencias definitivas en tanto se determina la nueva designación, o bien temporales, 

de las personas titulares de los órganos de soporte técnico y de control a que se refiere 

a fracción IV del artículo 61 de esta ley, y  

 

XVI. Las demás que le confieren esta Ley y el Reglamento.  

 

T r a n s i t o r i o s 

 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Peri·dico Oficial del Gobierno del Estado òPlan de San Luisó. 

 

SEGUNDO. ð Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.  

 

Atentamente  

 

Dip. José Luis Fernández Martínez  



 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  

DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  

DE SAN LUIS POTOSÍ  

P R E S E N T E S.- 

 

El que suscribe, CUAUHTLI FERNANDO BADILLO MORENO, diputado, integrante del  

grupo parlamentario MORENA de la LXIII Legislatura, con fundamento en los artículos 

130 y 131 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo; 61, 62 y 65 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso del Estado, ambos de San Luis Potosí, someto a 

consid eración de esta Soberanía  Iniciativa que reforma  el artículos 1639 y adiciona un 

párrafo al artículo 1670 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, con base en 

la siguiente:  

 

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S 

 

La tecnología es una  aplicación de un conjunto de conocimientos y habilidades con 

el objetivo de facilitar los problemas de la sociedad hasta lograr satisfacerlas en un 

ámbito concreto.  

 

Es un proceso integral basado en la aplicación de la ciencia y el conocimiento en 

much os ámbitos de la vida de forma ordenada y cuidadosa para conseguir fines 

importantes y valiosos para todos.  

 

La tecnología bien aplicada nos ayuda, por ejemplo:  a organizarnos mejor, a 

aprender cosas nuevas, a llevar registro de nuestras metas y avances pe rsonales o a 

acortar distancias con amistades o familiares.  

 

En las últimas décadas nuestra sociedad se encuentra inmersa en un dinamismo 

permanente que ha llevado a la modernización.  

  

La tecnología hoy en día es una herramienta elemental para el ser humano que ha 

permitido modificar su entorno material o virtual para satisfacer sus necesidades.  

 

Los medios electrónicos digitales se basan principalmente en el uso de las 

computadoras e i nternet, lo que ha revolucionado muchos ámbitos, especialmente 

el de las comunicaciones de una manera radical hasta el punto de llegar a convertirse 

en un medio global de comunicación en nuestras vidas. Lo utilizamos para casi todo, 

inclusive hoy en día se  utiliza  para realizar diversos  actos jurídicos.  

 

Vivimos en una nueva sociedad en red y globalizada, unida a través de las nuevas 

tecnologías que han forjado cambios fundamentales en toda la sociedad, 

cambiando el comercio, la educación, el gobierno, l as instituciones, la salud e incluso 

la forma de relacionarnos, siendo uno de los instrumentos principales de cambio social 

en la actualidad.  

 



 

Por ello las leyes deben adaptarse o actualizarse a la realidad social que va 

cambiando con el paso del tiempo, por ello propongo con la presente iniciativa que 

el Código Civil para el Estado de San Luis Potosí contemple que el consentimiento en 

los actos jurídicos también se pueda llevar a cabo mediante los medi os electrónicos, 

ópticos o por cualquier otra tecnolog ía.  

 

Para ilustrar esta iniciativa se hace un estudio comparativo del texto normativo vigente 

con el propuesto a continuación:   

 
TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA 

Articulo 1639 .- El consentimiento puede 

ser expreso o tácito. Es expreso cuando se 

manifiesta verbalmente, por escrito o por 

signos inequívocos. El tácito resultará de 

hechos o de actos que lo presupongan o 

que autoricen a presumirlo, excepto en 

los casos en que por la Ley o por convenio 

la voluntad deba manifestarse 

expresamente.  

 

Artic ulo  1670.- Cuando se exija la forma 

escrita para el contrato, los documentos 

relativos deben ser firmados por todas las 

personas a las cuales se imponga esa 

obligación.  

 Si alguna de ellas no puede o no sabe 

firmar, lo hará otra a su ruego y en el 

document o se imprimirá la huella digital 

del interesado que no firmó.  

Articulo 1639 .- El consentimiento puede ser 

expreso o tácito. Es expreso cuando se 

manifiesta verbalmente, por escrito o por 

signos inequívocos, a través de medios 

físicos, electrónicos, ópticos  o por 

cualquier otra tecnología.  El tácito 

resultará de hechos o de actos que lo 

presupongan o que autoricen a presumirlo, 

excepto en los casos en que por la Ley o 

por convenio la voluntad deba 

manifestarse expresamente.  

Articulo  1670.- Cuando se exija la  forma 

escrita para el contrato, los documentos 

relativos deben ser firmados por todas las 

personas a las cuales se imponga esa 

obligación.  

Si alguna de ellas no puede o no sabe 

firmar, lo hará otra a su ruego y en el 

documento se imprimirá la huella digi tal 

del interesado que no firmó.  

Los supuestos previstos en los párrafos que 

anteceden  se tendrán por cumplidos 

mediante la utilización de medios 

electrónicos, ópticos o de cualquier otra 

tecnología, siempre que la información 

generada o comunicada en form a íntegra, 

a través de estos medios, sea atribuible a 

la persona obligada y accesible para su 

consulta.   

 

Por lo anteriormente expuesto, y con el fin de perfeccionar el marco normativo legal, 

es que se somete a esta soberanía el presente:  

 

PROYECTO DE DECRETO 

 

ÚNICO.- Se reforma el  artículo 1639 y se adiciona un párrafo al artículo 1670, éste como 

tercero, al Código Civil para el Estado de San Luis Potosí,  para quedar como sigue:   

 



 

Articulo 1639 .- El consentimiento puede ser expreso o tácito. Es expreso cuando se 

manifiesta verbalmente, por escrito o por signos inequívocos, a través de medios 

físicos, electrónicos, ópticos o por cualquier otra tecnología.   El tácito resultará de 

hechos o de actos que lo presupongan o que autoricen a presumirlo,  excepto en los 

casos en que por la Ley o por convenio la voluntad deba manifestarse expresamente.  

 

Articulo  1670.- Cuando se exija la forma escrita para el contrato, los documentos 

relativos deben ser firmados por todas las personas a las cuales se impong a esa 

obligación.  

 

Si alguna de ellas no puede o no sabe firmar, lo hará otra a su ruego y en el documento 

se imprimirá la huella digital del interesado que no firmó.  

 

Los supuestos previstos en los párrafos que anteceden se tendrán por cumplidos 

mediante  la utilización de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, 

siempre que la información generada o comunicada en forma íntegra, a través de 

estos medios, sea atribuible a la persona obligada y accesible para su consulta.   

 

TRANSITORIOS 

 

ÚNICO.-  Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Peri·dico Oficial del Estado òPlan de San Luis. 

 

San Luis Potosí, S.L.P., 17 de marzo  del del 202 3. 

 

 

A T E N T A M E N T E 

 

DIP. CUAUHTLI FERNANDO BADILLO MORENO 

GRUPO PARLAMENTARIO MORENA 

 

 



 

A 17 días de marzo de 2023, San Luis Potosí, S.L.P. 
 
CIUDADANAS Y CIUDADANOS DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA 
SEXAGÉSIMA TERCERA LEGISLATURA DEL HONORABLE 
CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  
 
P r e s e n t e s.  
 
Con fundamento en lo que disponen los artículos 61 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;  el 130 y el 131 de la Ley Orgánica del 
Poder Legislativo de nuestro Estado; y 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado, José Antonio Lorca Valle, 
Diputado Local en la Sexagésima Tercera Legislatura e integrante del 
Grupo Parlamentario del Movimiento de Regeneración Nacional, me 
permito elevar a la distinguida consideración de esta Asamblea, la presente 
Iniciativa con Proyecto de Decreto que ADICIONA fracción LV al artículo 
3º, y ADICIONA nuevo inciso c), a la fracci ón II del artículo  170; 
ambos de  la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí . La finalidad del 
instrumento parlamentario es : 
 
Crear una nueva cuota mixta de agua, aplicable a casas habitación que 
cuenten con un local comercial, en donde el rubro que se ejerza no 
implique la comercialización de agua , o bien  su utilización en los 
procesos producti vos o comerciales . 
 
Sustentada en la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 

La Ley de Aguas del estado de San Luis Potosí establece la metodología y 
procedimiento para la fijación de las cuotas para pagos por el servicio de agua 
potable y alcantarillado, dedicando a ese respecto el capítulo IV del Título Sexto, 
en el que el artículo 164 dicta que se deben homologar los criterios y la 
metodología en la determinación de éstas; buscando con ello asegurar su 
actualización oportuna, justa y suficiente. Principios a los que debe de sujetarse el 
procedimiento de las tarifas  y cuotas que describe la Ley. 
 
Ahora bien, la Norma de Aguas, reconoce la existencia de diferentes tipos de 
cuotas en su artículo 3º, como por ejemplo las de uso doméstico, comercial y uso 
industrial, citadas a continuación:  
 



 

XLVI II. Uso comercial: la utilización del agua en establecimientos y 
oficinas, dedicadas a la comercialización de bienes y servicios; 
 
XLIX. Uso doméstico: la utilización de agua destinada al uso particular de 
las personas y de las viviendas; así como el riego de jardines y de árboles 
de ornato, incluyendo el abrevadero de animales domésticos, siempre que 
éstas últimas dos aplicaciones no constituyan actividades lucrativas;  
 
L. Uso industrial: la utilización de agua en extracción, conservación o 
transformación de materias primas o minerales, el acabado de productos 
o la elaboración de satisfactores, así como la que se utiliza en calderas, en 
dispositivos para enfriamiento, lavado, baños y otros servicios dentro de 
la empresa; las salmueras que se utilizan para la extracción de cualquier 
tipo de sustancias, y el agua aún en estado de vapor que es usada para la 
generación de energía eléctrica o para cualquier otro propósito de 
transformación;  

 
Ninguna de las definiciones encuadra con el supuesto de los casos en el estado, 
que son una vivienda particular pero que cuentan con un local comercial, en la 
que el agua no sea un insumo o un bien esencial  para la venta de algún producto 
o para la prestación de un servicio, que suelen ser una acción recurrente por parte 
de muchas familias.  
 
En esos casos, hay mucha probabilidad de que se incurra en un cobro que puede 
ser injusto respecto a lo establecido por las definiciones contenidas en la Ley, esto 
al no poder encuadrar el caso en condiciones precisas, reuniendo condiciones 
tanto de la cuota de uso comercial y uso doméstico, e incumpliendo la necesaria 
precisión de la Ley, para prever cualquier supuesto en el que resulte aplicable. 
 
Consecuentemente, esto originaría una condición de cobro injusto, misma que se 
daría en la circunstancia de que un giro comercial accediera a la cuota doméstica; 
y también en el otro sentido, en el que un predio, cuya principal función es 
habitacional, y tenga solamente una de sus secciones destinada a un uso 
comercial, deba de pagar una cuota de uso comercial. 
 
Por lo tanto, se propone adicionar al catálogo de cuotas presente en la Ley, la cuota 
de uso mixto, aplicable a la utilización del agua en casas habitación que cuenten 
con un local comercial, en donde el rubro que se ejerza no implique la 
comercialización de agua o su utilización en los procesos productivos o 
comerciales. 
 



 

Con la implementación de esta reforma, se podrá captar adecuadamente la 
situación de los usuarios del agua en estas circunstancias 
 
Respecto al impacto presupuestario, al no contar con información clara sobre la 
cantidad de viviendas en este supuesto, que en muchas ocasiones, escapan a las 
revisiones aplicables, no resulta posible establecer una medición clara. Sin 
embargo, dicho impacto podría resultar positivo, al poder establecer cobros más 
justos. 
 
Con esta reforma, se estaría en condiciones de contar con un cobro equitativo, una 
definición de cuotas más precisa, y un impacto presupuestario favorable, así como 
un mejor conocimiento de la base de usuarios del servicio. 
Con base en lo anterior, se propone el siguiente: 
 

PROYECTO DE DECRETO  
 
ÚNICO.  Se ADICIONA fracción LV al artículo 3º, y se ADICI ONA nuevo inciso 
c), con lo que se recorre la denominación alfabética de los incisos subsecuentes, 
a la fracción II del artículo 170; ambos a la Ley de Aguas del Estado de San Luis 
Potosí, para quedar como sigue: 
 

LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOS Í  
 

TÍ TULO PRIMERO  
DISPOSICIONES PREELIMINARES  

 
CAPÍ TULO UNICO  

Del Objeto de la Ley  
 
ARTICULO 3º. Para efectos de la presente Ley se entiende por: 
 
I. a LIV.  é; 
 
LV. Uso mixto: la utilización del agua en casas habitación 
que cuenten con un local com ercial, en donde el rubro que 
se ejerza no implique la comercialización de agua o su 
utilización en los procesos productivos o comerciales.  

 
TÍ TULO SEXTO  

REGLAS PARA LA PRESTACION DE LOS SERVICIOS 
PÚBLICOS Y CONEXION AL SISTEMA  

 



 

CAPÍ TULO IV  
De las Cuotas y  Tarifas  

 
ARTICULO 170. Como resultado de la aplicación de las fórmulas y la 
metodología propuesta por la Comisión, se determinarán los pagos 
que deberán cubrir los usuarios por la prestación de los servicios 
públicos, las cuales se clasifican en:  
 
I. Cuotas por infraestructura:  
 
é 
 
II. Cuotas por los servicios públicos, las cuales serán aplicadas por 
rango de consumo de manera escalar y de acuerdo a lo que señale el 
reglamento respectivo: 
 
a) a al b)  
 
c) Por uso mixto  
d) Por uso comercial y de servicios.  
e) Por uso industrial.  
f) Por uso en servicios públicos.  
g) Por uso en actividades turísticas y recreativas.  
h) Por otros usos. 
i) Por servicios de drenaje o alcantarillado, y tratamiento de aguas 
residuales provenientes de uso doméstico. 
j) Por servicios de drenaje o alcantarillado, y tratamiento de aguas 
residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de 
servicios, cuando la descarga se realice por debajo de las 
concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales 
mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de 
descarga vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio 
ecológico y protección al ambiente. 
k) Por servicios de drenaje o alcantarillado y tratamiento de aguas 
residuales provenientes de actividades productivas, comerciales o de 
servicios, cuando la descarga se efectúe por arriba de las 
concentraciones permisibles, conforme a las normas oficiales 
mexicanas en materia ecológica y las condiciones particulares de 
descarga vigentes, en los términos de la legislación de equilibrio y 
protección al ambiente. 
l) Por otros servicios, y 
 



 

III. é . 
 

TRANSITORIOS  
 

PRIMERO. Esta Ley entrará en vigor a los seis meses siguientes de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado ñPlan de San Luisò. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan lo 
dispuesto en la presente Ley. 
 

ATENTAMENTE  
 

JOSÉ ANTONIO LORCA VALLE  
Diputado Local  

Movimiento de Regeneración Nacional  
 



 

C.C. DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ 
P r e s e n t e s.- 
 

El suscrito JOSÉ RAMÓN TORRES GARCÍA, diputado Local por el Partido Acción Nacional 
integrante de esta Honorable Soberanía de la LXIII Legislatura; y con fundamento en lo establecido en 
los artículos 61 y 62 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 130, 131 
y 133 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí; 61, 62 y 65 del Reglamento 
para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí; me permito someter a 
consideración de esta Soberanía, la siguiente Iniciativa que plantea reformar la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, de conformidad con la siguiente 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
La Ley General de Turismo, de aplicación en todo el territorio nacional, tiene entre sus objetivos, 
establecer las bases generales de coordinación de las facultades concurrentes entre el Ejecutivo 
Federal y los municipios. Asimismo establece en su artículo 10, que corresponde a los municipios 
establecer el Consejo Consultivo Municipal de Turismo, el que deberá considerar en su desempeño 
las directrices previstas en el Plan Nacional de Desarrollo, Programa Sectorial de Turismo y Programa 
Local, este último de la competencia del Estado. 
 
Artículo 10. Corresponde a los Municipios, de conformidad con lo dispuesto en esta Ley y las leyes 
locales en la materia, las siguientes atribuciones: 
 
LΦ ŀ L±Χ 
 
V. Establecer el Consejo Consultivo Municipal de Turismo; que tendrá por objeto coordinar, proponer y 
formular las estrategias y acciones de la Administración Pública Municipal, con el fin de lograr un 
desarrollo integral de la actividad turística en el Municipio. Será presidido por el titular del 
Ayuntamiento, y estará integrado por los funcionarios que éste determine, conforme a lo que 
establezcan las disposiciones reglamentarias. Podrán ser invitadas las instituciones y entidades 
públicas, privadas y sociales, que se determinen, y demás personas relacionadas con el turismo en el 
Municipio, las cuales participarán únicamente con derecho a voz; 
 
±LΦ ŀ ·±LLΧ 
 
Por su parte la Ley de Turismo del Estado de San Luis Potosí, establece la integración de Consejo 
Consultivos Regionales Municipales, mismos que por una parte son definidos en el artículo 4º como los 
integrados por uno o varios municipios, sin embargo el uso de regional, supone la necesaria interacción 
de dos o más municipios, sin definirse en la ley, a que se refiere con el uso del término regional, es 
decir, que parámetros deben ser aplicados para determinar su extensión. 
  
Por otra parte,  en el artículo 26 se establece que la Secretaría para elaborar la propuesta de 
Declaratoria de Zona de Desarrollo Turístico Sustentable, deberá tomar opinión del Consejo Consultivo 
Estatal y de los Consejos Consultivos Regionales, así como de los municipios; es decir, que esto rompe 
con el concepto atribuido en la ley a los Consejos Regionales Municipales, al decir que pueden ser 



 

constituidos por un solo municipio, toda vez que la opinión que debe recabarse es a tres instancias a 
saber, Consejo Estatal, Consejo Regional y Municipios(s) en particular. 
 
Es por ello que, la presente iniciativa busca en primer término, reformar la Ley del Municipio Libre del 
Estado de San Luis Potosí, a fin de que se establezca en ella, la figura del Consejo Consultivo Municipal, 
a fin de que este lleve a cabo las atribuciones que al efecto determina a multicitada Ley General de 
Turismo. 
 
Por otra parte, se propone reformar la Ley de Turismo del Estado de San Luis Potosí, a fin de corregirla 
y armonizarla con las disposiciones que se contienen en la Ley General de Turismo, que como ya se 
mencionó, es de aplicación y obligatoria en todo el territorio nacional, por lo que se busca que en ella 
se determine la existencia y operación de los Consejos de Turismo Municipales. 
  
A continuación se expresa a manera de cuadro comparativo la propuesta legislativa 
 

Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí 
 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REDACCIÓN 

ARTICULO 31. Son facultades y obligaciones de los 
ayuntamientos:  
 
a) En materia de Planeación: 
 
I BIS. Constituir, a más tardar en el primer semestre el 
Consejo Consultivo Municipal de Medio Ambiente y 
Desarrollo Sustentable, cuyas funciones y organización se 
establecerán en su reglamento; 
 
Sin correlativo. 
 
 
II. a ·±LΧ 

ARTICULO 31. Son facultades y obligaciones de los 
ayuntamientos:  
 
a) En materia de Planeación: 
 
I BISΧ. 
 
 
 
 
I. TER.  Constituir, a más tardar en el primer semestre 
del gobierno municipal, el Consejo Consultivo Municipal 
de Turismo en términos de la Ley General de Turismo; 
II. a ·±LΧ 

 
 

Ley de Turismo del Estado de San Luis Potosí 
 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REDACCIÓN 

ARTÍCULO 4º Para efectos de la presente Ley, se 
entenderá por: 
LΦ ŀ L±Χ 
V. Consejos consultivos regionales municipales: son 
aquéllos que estarán integrados por uno o varios 
municipios del Estado de San Luis Potosí; 
±LΦ ŀ ·[LLΧ 
 
ARTICULO 10. En aquellos municipios con actividad 
turística significativa, los ayuntamientos podrán integrar 
sus propios Consejos Consultivos Turísticos, con la 
participación de los representantes de los sectores 
públicos, social y privado locales, de conformidad con la 
legislación aplicable y con el auxilio de la Secretaría, los 
que serán presididos por el presidente municipal o el 
funcionario que éste designe. 
 

ARTÍCULO 4º Para efectos de la presente Ley, se 
entenderá por: 
LΦ ŀ L±Χ 
V. Consejos consultivos municipales: son aquéllos que 
deberán constituirse en los municipios, de conformidad 
con lo que al efecto establece la presente Ley; 
±LΦ ŀ ·[LLΧ 
 
ARTICULO 10. Los ayuntamientos integrarán en el 
primer semestre del gobierno municipal de que se trate, 
el Consejo Consultivo Turístico, en el que participarán 
los representantes de los sectores públicos, social y 
privado locales, serán presididos por la persona que 
ejerza el cargo de presidente municipal,  o bien por la o 
el funcionario que ése designe. 
 
 



 

ARTICULO 26. La Secretaría para elaborar la propuesta de 
Declaratoria de Zona de Desarrollo Turístico Sustentable, 
deberá tomar la opinión del Consejo Consultivo Estatal y 
los Consejos Consultivos Regionales, así como de los 
municipios, con base en los programas municipales de 
desarrollo urbano. 
 
 

TITULO NOVENO 
DEL CONSEJO CONSULTIVO ESTATAL; Y LOS CONSEJOS 

CONSULTIVOS REGIONALES MUNICIPALES 
 
ARTICULO 86Χ 
LΦ ŀ ±Χ 
VI. Conocer las opiniones y recomendaciones de los 
Consejos Consultivos Regionales Municipales, aportando 
los elementos que consideren necesarios para ser 
sometidos a la consideración del Ejecutivo; 
VII. a ±LLLΧ 
 

Capítulo III 
De la Integración de los Consejos Consultivos Regionales 

Municipales 
 
ARTICULO 88. Se integrarán los consejos consultivos 
regionales municipales que conocerán de los aspectos 
técnicos y económicos, inherentes al servicio de turismo 
en todas sus modalidades, con el fin de emitir a las 
autoridades las opiniones correspondientes en dicha 
materia. 
 
ARTICULO 89. El Consejo Consultivo Regional Municipal 
se integrará de la siguiente forma: 
I. a   
±LΧ 
Χ 
Χ 
Χ 
 
 
 
 
 
 
 
ARTICULO 90. El Consejo Consultivo Estatal, y los 
consejos consultivos regionales municipales, tendrán las 
siguientes funciones: 
LΦ ŀ ·Χ 

ARTICULO 26. La Secretaría para elaborar la propuesta 
de Declaratoria de Zona de Desarrollo Turístico 
Sustentable, deberá tomar la opinión del Consejo 
Consultivo Estatal y los Consejos Consultivos 
Municipales que correspondan, la que se sustentará en 
base en los programas municipales de desarrollo 
urbano. 
 

TITULO NOVENO  
DEL CONSEJO CONSULTIVO ESTATAL; Y LOS CONSEJOS 

CONSULTIVOS MUNICIPALES 
 
!w¢L/¦[h усΧ 
LΦ ŀ ±Χ 
VI. Conocer las opiniones y recomendaciones de los 
Consejos Consultivos Municipales que corresponda, 
aportando los elementos que consideren necesarios 
para ser sometidos a la consideración del Ejecutivo; 
±LLΦ ŀ ±LLLΧ 
 

Capítulo III  
De la Integración de los Consejos Consultivos 

Municipales 
 
ARTICULO 88. Dentro de los primeros seis meses 
contados a partir del inicio del gobierno municipal, se 
integrarán los consejos consultivos municipales que 
tendrán por objeto coordinar, proponer y formular las 
estrategias y acciones de la Administración Pública 
Municipal, con el fin de lograr un desarrollo integral de 
la actividad turística en el Municipio.  
ARTICULO 89. El Consejo Consultivo Municipal, será 
presidido por la persona titular de la Presidencia del 
Ayuntamiento, y estará integrado por los funcionarios 
que éste determine, conforme a lo que establezcan las 
disposiciones reglamentarias.  La o el Presidente del 
Consejo Consultivo Municipal, podrá designar a una 
persona que lo represente en el mismo. 
 
Podrán ser invitadas las instituciones y entidades 
públicas, privadas y sociales, que se determinen, y 
demás personas relacionadas con el turismo en el 
Municipio, las cuales participarán únicamente con 
derecho a voz. 
 
ARTICULO 90. El Consejo Consultivo Estatal, y los 
Consejos Consultivos Municipales, tendrán las 
siguientes funciones: 
LΦ ŀ ·Χ 

 
Por lo expuesto y fundado, se propone el siguiente 
 

PROYECTO DE DICTAMEN 
 

PRIMERO. Se ADICIONA al inciso a) la fracción I. TER del artículo 31 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 

Estado de San Luis Potosí para quedar como sigue: 
 
!w¢L/¦[h омΧ  
 



 

ŀύΧ 
 
LΧ 
 
L .L{Χ 
 
I. TER.  Constituir, a más tardar en el primer semestre contado a partir del inicio del gobierno, el Consejo 
Consultivo Municipal de Turismo en términos de la Ley de Turismo del Estado de San Luis Potosí; 
 
LLΦ ŀ ·±LΧ·L·Χ 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
DƻōƛŜǊƴƻ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ άtƭŀƴ ŘŜ {ŀƴ [ǳƛǎέΦ 
 
SEGUNDO. ς Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
 

SEGUNDO. Se REFORMA artículo 4º en su fracción V, 10, 26, 86 en su fracción VI, 88, 89, 90 en su párrafo 

primero, así como la denominación del Título Noveno, y del capítulo III del Título Noveno, de la Ley de Turismo 
del Estado de San Luis Potosí, para quedar como sigue: 
 
ARTÍCULO 4º Para efectos de la presente Ley, se entenderá por: 
LΦ ŀ L±Χ 
 
V. Consejos consultivos municipales: son aquéllos que deberán constituirse en los municipios, de conformidad 
con lo que al efecto establece la presente Ley; 
 
±LΦ ŀ ·[LLΧ 
 
ARTICULO 10. Los ayuntamientos integrarán en el primer semestre del gobierno municipal de que se trate, el 
Consejo Consultivo Turístico, en el que participarán los representantes de los sectores públicos, social y privado 
locales, serán presididos por la persona que ejerza el cargo de presidente municipal,  o bien por la o el 
funcionario que ése designe. 
 
ARTICULO 26. La Secretaría para elaborar la propuesta de Declaratoria de Zona de Desarrollo Turístico 
Sustentable, deberá tomar la opinión del  
Consejo Consultivo Estatal y los Consejos Consultivos Municipales que correspondan, la que se sustentará en 
base en los programas municipales de desarrollo urbano. 

 
TITULO NOVENO 

DEL CONSEJO CONSULTIVO ESTATAL; Y LOS CONSEJOS CONSULTIVOS MUNICIPALES 
 
!w¢L/¦[h усΧ 
 
LΦ ŀ ±Χ 
 
VI. Conocer las opiniones y recomendaciones de los Consejos Consultivos Municipales que corresponda, 
aportando los elementos que consideren necesarios para ser sometidos a la consideración del Ejecutivo; 
 
±LLΦ ŀ ±LLLΧ 



 

Capítulo III 
De la Integración de los Consejos Consultivos Municipales 

 
ARTICULO 88. Dentro de los primeros seis meses contados a partir del inicio del gobierno municipal, se 
integrarán los consejos consultivos municipales que tendrán por objeto coordinar, proponer y formular las 
estrategias y acciones de la Administración Pública Municipal, con el fin de lograr un desarrollo integral de la 
actividad turística en el Municipio. 
 
ARTICULO 89. El Consejo Consultivo Municipal, será presidido por la persona titular de la Presidencia del 
Ayuntamiento, y estará integrado por los funcionarios que éste determine, conforme a lo que establezcan las 
disposiciones reglamentarias.  La o el Presidente del Consejo Consultivo Municipal, podrá designar a una persona 
que lo represente en el mismo. 
 
Podrán ser invitadas las instituciones y entidades públicas, privadas y sociales, que se determinen, y demás 
personas relacionadas con el turismo en el Municipio, las cuales participarán únicamente con derecho a voz. 
 
ARTICULO 90. El Consejo Consultivo Estatal, y los Consejos Consultivos Municipales, tendrán las siguientes 
funciones: 
 
LΦ ŀ ·Χ 
 

TRANSITORIOS 
 

PRIMERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
DƻōƛŜǊƴƻ ŘŜƭ 9ǎǘŀŘƻ άtƭŀƴ ŘŜ {ŀƴ [ǳƛǎέΦ 
 
SEGUNDO. ς Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto. 
 

ATENTAMENTE 
 

DIPUTADO. JOSÉ RAMÓN TORRES GARCÍA 
 



 

 
 

Dictamen con 
Proyecto de 

Decreto 
 



 

DIPUTADAS SECRETARIAS   

DE LA LXIII LEGISLATURA 

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO. 

P R E S E N T E S. 

 

En Sesión Ordinaria celebrada con fecha 24 de noviembre del año en curso les fue 

turnada a las comisiones de, Derechos Humanos; y Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, con el número de turno 2518, la Iniciativa con Proyecto de 

Decreto presentada p or la Legisladora Gabriela Martínez Lárraga,  que propone 

ADICIONAR  una fracción al artículo 6° y REFORMAR las fracciones I, III, VI y X del artículo 

63, ambos, de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Est ado de 

San Luis Potosí. 

  

En tal virtud, las dictaminadoras, al entrar al estudio y análisis de la referida Iniciativa 

ha llegado a los siguientes  

 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Que la fracción I del artículo 57 de la Constitución Política del Estado  Libre y 

Soberano de San Luis Potosí, confiere atribuciones al Congreso del Estado para dictar, 

derogar y abrogar leyes; en consecuencia, éste es competente para conocer y 

resolver lo procedente sobre la iniciativa que se describe en el preámbulo.  

 

SEGUNDO. Que en atención a lo que señala el artículo 62 de la Carta Magna del 

Estado, la Iniciativa satisface las disposiciones de los numerales 61, 62 y 65 del 

Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí.  

 

TERCERO. Que la que suscribe es comisión permanente de dictamen legislativo, como 

lo señala el artículo, 98 fracción V y XXI de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado, y que conforme a lo dispuesto en los artículos 103 y 117 del mismo 

Ordenamiento, es competente par a dictaminar la iniciativa enunciada.  

 

CUARTO. Que la Iniciativa en estudio contiene la siguiente  

 
òEXPOSICIĎN DE MOTIVOS 

 
La presente iniciativa pretende incidir específicamente, bajo un enfoque absoluto y exclusivo de derechos 
humanos, en los relativos al acceso ña la informaci·nò y a una ñvida libre de violenciaò, que, si bien es cierto, su 
exigibilidad no depende de la consagración legislativa, ya que basta ser persona humana para ser titular de los 
mismos, no menos cierto lo es, que la inclusión de disposiciones sobre el respeto y cumplimiento de estos en 
nuestros Ordenamientos, garantizarán siempre su pleno ejercicio. 
 
El Fondo de Naciones Unidad (sic) para la Infancia (UNICEF), como es bien sabido, trabaja día a día para llegar 
a las niñas y niños más vulnerables y desfavorecidos del mundo. En ese tenor, y derivado del derecho de la 
infancia de ñacceso a la informaci·nò, contenido en la Convenci·n Sobre los Derechos del Ni¶o, en su art²culo 17, 
es que dicho Organismo se reunió con especialistas y expertos internacionales en acoso cibernético y protección 
a la infancia, así como con colaboradores de Facebook, Instagram, Tik tok y Twitter para sentar algunas bases y 
ofrecer algunas herramientas para hacerle frente al acoso en línea. 
 



 

El Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), define el ciberacoso como ñla intimidaci·n por medio de 

las tecnolog²as digitalesò1.  

 
As² mismo, lo describe como ñuna forma de violenciaò que puede hacer uso de las redes sociales, las plataformas 
de mensajería, las plataformas de juegos y los teléfonos móviles, entre otros; así como un comportamiento que 
se repite y que busca atemorizar, enfadar o humillar a otras personas. 
 
Enuncia como acciones que pueden formar parte del ciberacoso: 
 
ǒ La difusi·n de informaci·n falsa, la publicación de fotografías o videos vergonzosos de alguien en las redes 
sociales. 
ǒ El env²o de mensajes, im§genes o videos hirientes, abusivos o amenazantes a trav®s de plataformas de 
mensajería  
ǒ La suplantaci·n de identidad y la diseminaci·n de información falsa a través de cuentas falsas.  
 
La Unicef señala que el ciberacoso vulnera gravemente a las víctimas en el ámbito de salud física y mental. 
 
Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) define al ciberacoso o acoso cibernético 
como la situación en que una persona es expuesta, repetidamente y de forma prolongada en el tiempo a acciones 
negativas con la intención de causar, o tratar de causar, daño o molestias, por parte de una o más personas 

usando medios electrónicos tales como el teléfono celular e Internet. 2 
 
Según el Comunicado de Prensa 371/21 del 5 de julio del 2021 relativo al módulo sobre Ciberacoso 2020 del 
INEGI los adolescentes y jóvenes son los más expuestos en situación de ciberacoso: 23% de los hombres de 20 
a 29 años y 29.2% de las mujeres de 12 a 19 años señalaron haber vivido algún tipo de ciberacoso de acuerdo a 
los resultados de la Encuesta sobre Disponibilidad y Uso de las tecnologías de la Información en los hogares 
(ENDUTIH) 2020. 
 
Entre los efectos más comunes que sufren las víctimas de ciberacoso se encuentran el enojo, desconfianza, 
miedo e inseguridad. Pueden sentirse avergonzados, nerviosos, ansiosos y esto puede llevar al aislamiento de 
amigos y familiares, a tener pensamientos negativos, sentirse culpables y juzgados negativamente, así como 
habitualmente sentirse solos y abrumados y perder la motivación. Lo anterior incide, por tanto, primordialmente 
en la salud mental de las víctimas. 
 
Las empresas de redes sociales mencionadas al inicio de la iniciativa señalan que hay herramientas para combatir 
el acoso en línea, que incluyen sencillos pasos como bloquear, silenciar, denunciar, restringir cuentas, filtrar 
comentarios y solicitudes de mensajes, modificar configuraciones. 
 
Actualmente, si bien es cierto, que ni el Código Penal Federal ni nuestro Código Local prevén como delito dicha 
conducta, no menos cierto lo es, que la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado 
de San Luis Potos² si prev® y define la ñviolencia digitalò, en su art²culo 4Á, fracci·n III, como: 
 
los actos de, acoso, hostigamiento, amenazas, insultos, vulneración de datos e información privada, divulgación 
de información apócrifa, mensajes de odio, difusión de contenido sexual sin consentimiento, textos, fotografías, 
videos y/o datos personales u otras impresiones gráficas sonoras, verdaderas o alteradas, o cualquier otra acción 
que sea cometida a través de tecnologías de la información y la comunicación, plataformas de internet, redes 
sociales, correo electrónico, aplicaciones, o cualquier otro espacio digital, y atente contra la integridad, la dignidad, 
la intimidad, la libertad, la vida privada, o vulnere alg¼n derecho humano de las mujeresò. 
 
Ahora bien, el hecho de que el Ordenamiento en cita se refiera ña mujeresò, no deja de lado a los hombres, en 
raz·n de que del art²culo 3Á, fracci·n IV del mismo, de la definici·n de ñderechos humanos de las mujeresò, se 
desprende que, son los contenidos, entre otros, en la Convención sobre los Derechos de la Niñez, por tanto, 
estamos en presencia de derechos humanos universales, respecto de los cuales, definiciones como la de 

                                                           
1 https://www.unicef.org/es/end-violence/ciberacoso-que-es-y-como-detenerlo 

 
2 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/MOCIBA-2020.pdf 

https://www.unicef.org/es/end-violence/ciberacoso-que-es-y-como-detenerlo


 

ñviolencia digitalò indiscutiblemente debe venir incluida en Ordenamientos como la Ley de los Derechos de las 
Niñas, Niños y Adolescentes del Estado. 
 
El ciberacoso no es un tema menor, y si organismos internacionales como la UNICEF han definido tal conducta, 
y se ha ocupado del tema, es menester incluirlo en nuestras agendas de gobierno, en nuestras leyes, y difundir 
información al respecto sobre los riesgos del uso de tecnologías, así como las herramientas para prevenirlo, 
tratarlo y erradicarlo, toda vez que la normalización de la violencia en el entorno digital es inadmisible en una 
sociedad democrática con aspiraciones al respeto pleno de los derechos humanos universales. 
 
Actualmente la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado contempla un Capítulo 
(D®cimo Cuarto), denominado ñDerechos a la Libertad de Expresi·n y de Acceso a la Informaci·nò, que 
comprende los artículos 60 al 64. 
 
El artículo 61 prevé que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho al libre acceso a la información, y que las 
autoridades estatales y municipales promoverán la difusión de información y material que tenga por finalidad 
garantizar su bienestar social y ético, así como su desarrollo cultural y salud física y mental. 
 
Para efectos de lo anterior, el artículo 63 dispone que las autoridades estatales competentes procurarán la 
difusión de la información y materiales relacionados sobre todo con el tono de contenidos de programas de radio 
y televisión, anuncios, publicidad, videos, impresos, espectáculos públicos, películas, y cualquier otra forma de 
comunicación o información que promuevan violencia y sean perjudiciales para el bienestar de la infancia. 
 
Como se puede observar, las diez fracciones del dispositivo en comento, van enfocados primordialmente a vigilar 
medios de comunicación como radio y televisión, dejando a un lado a las redes sociales, no obstante que vivimos 
en una era digital, en la que el internet se ha colocado en el medio de comunicación más utilizado por la sociedad. 
 
Ante esta situación, el objetivo de esta iniciativa es incidir en la problemática creciente del ciberacoso y violencia 
digital en nuestro Estado, y que las acciones en pro de ello deriven de la propia Ley, por ello, se propone adicionar 
la fracción XXXI al artículo 6° y reformar las fracción III, VI y X del artículo 63, ambos de la Ley de los Derechos 
de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado, a fin de que queden contempladas las redes sociales y la violencia 
digital. 
 
Así mismo, es menester aprovechar esta reforma para la corrección de la redacción de la fracción I de dicho 
art²culo en virtud de estar incompleto.ò 

 

QUINTO. Que en atención a lo  dispuesto por el ordinal 86 fracción II, del Reglamento 

para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, que establece que el dictamen 

legislativo deberá contener un cuadro comparativo entre las leyes vigentes y la 

iniciativa propuesta, se incluye el si guiente  
 

CUADRO COMPARATIVO 
Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

del Estado de San Luis Potosí 
 
 

TEXTO VIGENTE 
 

Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
del Estado de San Luis Potosí 

 
 
 

PROPUESTA 



 

ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta ley, se entenderá 
por: 
 
I a la XXX 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
ARTÍCULO 63. Sin perjuicio de lo previsto en las 
disposiciones aplicables a los medios de comunicación, las 
autoridades estatales competentes, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, procurarán la difusión de 
información y materiales relacionados con:  
 
 
I. Orientar a niñas, niños y adolescentes en el 
conocimiento de sus derechos, y les ayude al pleno 
desarrollo de sus (SIC) salvaguardar su integridad física y 
moral; 
 
III. La vigilancia en los espectáculos públicos, las 
películas, los programas de radio y televisión, los videos, los 
impresos y cualquier otra forma de comunicación o 
información a que tengan acceso niñas, niños y 
adolescentes, no sean perjudiciales para su bienestar o que 
atenten contra su dignidad; 
 
 
 
 
VI.     La prevención de violaciones a los derechos humanos 
de niñas, niños y adolescentes y la comisión de actos 
delictivos; 
 
X.    El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no 
discriminación y perspectiva de derechos humanos. 

ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta ley, se entenderá 
por: 
 
I a la XXXé 
 
XXXI. Violencia digital: Los actos de, acoso, 
hostigamiento, amenazas, insultos, vulneración de 
datos e información privada, divulgación de 
información apócrifa, mensajes de odio, difusión de 
contenido sexual sin consentimiento, convencimiento 
y reclutamiento, textos, fotografías, videos y/o datos 
personales u otras impresiones gráficas sonoras, 
verdaderas o alteradas, o cualquier otra acción que 
sea cometida a través de tecnologías de la información 
y la comunicación, plataformas de internet, redes 
sociales, correo electrónico, aplicaciones, o cualquier 
otro espacio digital, y atente contra la integridad, la 
dignidad, la intimidad, la libertad, la vida privada, o 
vulnere algún derecho humano de las niñas, niños y 
adolescentes del Estado. 
 
ARTÍCULO 63. Sin perjuicio de lo previsto en las 
disposiciones aplicables a los medios de comunicación, las 
autoridades estatales competentes, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, procurarán la difusión de 
información y materiales relacionados con: 
 
 
I. Orientar a niñas, niños y adolescentes en el 
conocimiento de sus derechos, para salvaguardar su 
pleno desarrollo integral; 
 
 
III. La vigilancia en los espectáculos públicos, las 
películas, los programas de radio y televisión, los videos, 
los impresos, las redes sociales, plataformas digitales, 
correos electrónicos y cualquier otra forma de 
comunicación e información o espacio digital a que 
tengan acceso niñas, niños y adolescentes, no sean 
perjudiciales para su bienestar integral, o que atenten 
contra su dignidad; 
 
VI.     La prevención de violaciones a los derechos 
humanos de niñas, niños y adolescentes, la comisión de 
actos delictivos y cualquier forma de violencia; 
 
X.  El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no 
discriminación, violencia digital y perspectiva de 
derechos humanos. 

 

SEXTO. La llegada del internet a partir del año 1982, y posteriormente, sobre todo en 

la última década de las redes sociales, han abierto un universo de posibilidades a 

nuevos medios información, de aprendizaje y conocimiento a  nivel global. Para las 

niñas, niños y adolescentes, debidamente utilizados estos medios contribuyen a la 

expansión de formas de adquirir conocimiento, sano entretenimiento y cultura; es una 

herramienta para c ontinuar con sus actividades educativas y para estar en contacto 

con sus seres queridos; sin embargo, también les abre a la posibilidad de recibir 

información de toda índole y a tener contacto con personas de identidad 

desconocida, que en muchos casos los exponen no solo al llamado ciberacoso, sino 

a ser sujetos de delitos graves, al ser enganchados para utilizarlos en la pornografía y 

prostitución infantil, trata de personas,  secuestro, y  a ser víctimas de abusos y otros 

delitos de índole sexual, o de difusión de imágenes intimas como ha sido el caso  de 

muchas adolescentes.  

 



 

Sin duda la existencia y la facilidad del acceso a estos medios para la mayor parte de 

las niñas, niños y adolescentes, se ha convertido en una moneda de dos caras, que 

sin el debido cuidado por parte de padres, madres, tutores y maestros, en un 

momento dado, puede ser un fuerte distractor de la realidad, crear dependencia o 

adicción, aislarlos y detonar confusión, ansiedad, baja autoestima, depresión, y 

afectar de manera grave el sano desarrollo de la psique de los niños y niñas q ue se 

encuentran en etapas formativas de su personalidad, llegando en casos extremos a 

inducirlos al suicidio.  

 

De acuerdo con el artículo 1o de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, todas las personas gozan de los derechos humanos reco nocidos en dicha 

Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 

así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta C onstitución 

establece.  

 

Conforme a dicho numeral, las normas relativas a los derechos humanos se 

interpretarán de conformidad con la misma Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la 

protecció n más amplia, teniendo todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresi vidad, quedando prohibida toda 

discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las 

discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 

opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier o tra que atente contra 

la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 

libertades de las personas.  

 

Por otra parte, el artículo 4°, párrafo noveno, constitucional, estipula que: "En todas las 

decisiones y actuaciones del Estado se v elará y cumplirá con el principio del interés 

superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas 

tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, 

educación y sano esparcimiento para su desarrol lo integral. Este principio deberá 

guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas 

a la niñez".  

 

No debemos perder de vista que la Convención sobre los Derechos del Niño, previene 

en el artículo 3, que en todas las medidas concernientes a los niños que tomen las 

instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 

administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 

atenderá será el interés superior del n iño; comprometiéndose los Estados Partes, a 

asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, 

teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas 

responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 

administrativas adecuadas.  



 

 

Es importante señalar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido a 

través de la Jurisprudencia en materia Constitucional 1a./J. 25/2012 (9a.), de la 

Primera Sala, que la e xpresión "interés superior del niño" implica que el desarrollo de 

éste y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios 

rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes 

relativos a la vida del n iño.  

https://www.gob.mx/sspc/observatorioreclutamiento/documentos/estudios -e-

informes -273329 

 

El Código Penal del Estado, actualmente determina que algunas de estas conductas 

(como el sexting) constituyen delitos:  

 

òARTĊCULO 187. Comete el delito de difusión ilícita de imágenes íntimas quien, 

transmita, publique, o difunda imágenes, sonidos o grabaciones de contenido sexual, 

que pueden o no contener texto, obtenidas con o sin el consentimiento de la víctima, 

sin autorización para su difusión. Este delito se  sancionará con una pena de tres a seis 

años de prisión y multa de trescientos a seiscientos días del valor de la unidad de 

medida de actualización.  

 

òCuando la trasmisi·n, publicaci·n o divulgaci·n a que se refiere el p§rrafo anterior, 

se haga a través de medios de comunicación o plataformas digitales, la autoridad 

competente ordenará a la empresa de prestación de redes sociales o medio de 

comunicación , a retirar inmediatamente el contenido.  

 

òAumentar§ la pena privativa de la libertad, y la sanci·n pecuniaria hasta en una 

mitad m§s, cuando: òI. El delito sea cometido por la o el c·nyuge, o por persona que 

esté, o haya estado unida a la víctima por alg una relación de afectividad, aún sin 

convivencia;  

 

òII. La v²ctima fuese menor de edad o persona con discapacidad;  

 

òIII. Exista relaci·n jer§rquica derivada de relaciones laborales, docentes, dom®sticas, 

o de cualquier clase que implique subordinación e ntre la persona agresora y la 

víctima; IV. Se hiciere uso de la violencia física o moral, y  

 

òV. La persona agresora sea servidor p¼blico, y utilice los medios o circunstancias que 

el encargo le proporcione.  

 

òEn el supuesto al que se refiere la fracci·n V de este artículo, además de la pena 

impuesta, la persona agresora será destituida e inhabilitada para ocupar cargo, 

empleo o comisión en el sector público de tres a seis años.  

 

òARTĊCULO 187 BIS. Comete el delito contra la identidad de las personas, quien se 

atribuya por medios electrónicos, informáticos, redes sociales o cualquier otro medio, 

la identidad de otra persona, u otorgue su consentimiento para llevarla a cabo, 



 

causando con ello un daño patrimonial; moral, o algún lucro indebido, para sí o pa ra 

otra persona. Este delito se sancionará con una pena de tres a seis años de prisión, 

multa de mil a mil quinientas días del valor de la unidad de medida de actualización, 

y, en su caso, la reparación del daño que se hubiera causado.  

 

Será equiparables al delito contra la identidad de las personas, y se sancionará como 

tal, a quien:  

 

I. Por algún uso de medio electrónico, telemático o electrónico obtenga algún lucro 

indebido para sí o para otro, o genere un daño patrimonial a otro, valiéndose de 

alguna manipulación informática o intercepción de datos de envío, cuyo objeto sea 

el empleo no autorizado de datos personales, o el acceso no autorizado a base de 

datos automatizados para suplantar identidades;  

 

II. Posea o utilice datos identificativos de otra persona con la intención de cometer, 

favorecer, o intentar cualquier actividad ilícita, causando un daño patrimonial, moral, 

o que obtenga un lucro indebido, o  

 

III. Asuma, suplante, se apropie o utilice, a través de internet, cualquier sistema 

informátic o o medio de comunicación, la identidad de una persona física o jurídica 

que no le pertenezca, produciendo con ello un daño moral o patrimonial, u 

obteniendo un lucro o un provecho indebido para sí o para otra persona.  

 

Las penas previstas en el presente artículo se aumentarán hasta en la mitad, a quien 

se valga de la homonimia, parecido físico o similitud de la voz para cometer el delito; 

así como en el supuesto en que el sujeto activo del delito tenga licenciatura, 

ingeniería, o cualquier otro grado acad émico en el rubro de informática, 

computaci·n o telem§tica.ó  

 

Sin embargo, como puede verse, no todas los supuestos que se definen como 

violencia digital, se encuentran tipificados como delito, y debe entonces llamar la 

atención sobre la importancia de es te tema y valorar el impacto que este fenómeno 

tiene en este importante grupo de la población.  

 

Según datos de UNICEF, en México, 50% de las niñas y niños entre 6 y 11 años son 

usuarios de internet o de una computadora, y en el caso de los adolescentes de 12 a 

17 años, entre el 80 y 94% usan internet o una computadora. Señala este organismo 

que según las encuestas nacionales, 25% de las y los adolescentes de entre 12 y 17 

años ha vivido alguna forma de ciberacoso en México. Además, las autor idades 

federales también han advertido de un incremento considerable de crímenes 

digitales, violencia en internet y tráfico de pornografía infantil especialmente durante 

los meses de confinamiento por la pandemia de Covid19. Ello, sin dejar de lado que 

la existencia de páginas web que promocionan comportamientos de autolesión, 

trastornos alimenticios, entre otros. En este tipo de sitios se dan consejos de cómo 

llevarlo a cabo, sin mencionar las consecuencias de realizarlos, lo que puede poner 

en serio pelig ro la salud y la integridad de niñas, niños y adolescentes.  



 

El acoso tradicional entre menores hoy en día tiene una extensión, a través del 

hostigamiento, intimidación y exclusión social mediante mensajes, imágenes o videos 

que pretenden dañar, insultar, humillar o difamar a una víctima. Este tipo de 

actividades tiene hoy día un alcance mayor, antes se tenía un momento en la escuela 

donde se sufría esto que ahora esto puede ser constante, se hace viral y continúa en 

el tiempo de forma indefinida.  

 

Por ello , las autoridades educativas, de salud, de seguridad pública, de prevención y 

de protección de niñas, niños y adolescentes tienen el deber en el ámbito de su 

competencia, de todos los órdenes de gobierno que por su competencia, de difundir 

información y ma teriales que den a conocer, prevengan y contrarresten la violencia 

digital que pone en riesgo la estabilidad, la salud y el desarrollo armónico de este 

importante grupo etario, que constituye ni más ni menos que el futuro posible de 

nuestro mundo.  

 

Por lo anterior quienes suscribimos el presente, coincidimos en la propuesta de la 

iniciativa que nos ocupa, a la que hacemos modificaciones de forma, y al efecto nos 

permitimos elevar a la consideración de esta H. Asamblea Legislativa el siguiente:  

 

DICTAMEN 

 

ÚNICO. Es de aprobarse y se aprueba, con modificaciones de la Comisión la iniciativa 

citada en el proemio.  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 

Esta adecuación normativa pretende incidir, específicamente, bajo un enfoque 

absoluto y exclusivo de derechos humanos, en los relativos al acceso òa la 

informaci·nó y a una òvida libre de violenciaó, que, si bien es cierto, su exigibilidad no 

depende de la consagración legislativa, ya que basta ser persona humana para ser 

titular de los mismos, no menos cierto lo es, que, la incl usión de disposiciones sobre el 

respeto y cumplimiento de éstos en nuestros ordenamientos, garantizarán siempre su 

pleno ejercicio.  

 

El Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), como es bien sabido, trabaja 

día a día para llegar a las niñas y niñ os más vulnerables y desfavorecidos del mundo. 

En ese tenor, y derivado del derecho de la infancia de òacceso a la informaci·nó, 

contenido en la Convención Sobre los Derechos del Niño, en su artículo 17, es que 

dicho Organismo se reunió con especialistas y  expertos internacionales en acoso 

cibernético y protección a la infancia, así como con colaboradores de Facebook, 

Instagram, Tik tok y Twitter para sentar algunas bases y ofrecer diversasherramientas 

para hacerle frente al acoso en línea.  

 



 

El Fondo de Nac iones Unidas para la Infancia (Unicef), define el ciberacoso como òla 

intimidaci·n por medio de las tecnolog²as digitalesó3.  

 

As² mismo, lo describe como òuna forma de violenciaó que puede hacer uso de las 

redes sociales, las plataformas de mensajería, la s plataformas de juegos y los teléfonos 

móviles, entre otros; así como un comportamiento que se repite y que busca 

atemorizar, enfadar o humillar a otras personas.  

 

Enuncia como acciones que pueden formar parte del ciberacoso:  

 

ƍ La difusi·n de informaci·n falsa, la publicación de fotografías o videos vergonzosos 

de alguien en las redes sociales.  

ƍ El env²o de mensajes, im§genes o videos hirientes, abusivos o amenazantes, a trav®s 

de plataformas de mensajería.  

ƍ La suplantaci·n de identidad y la diseminación de información falsa, a través de 

cuentas falsas.  

 

La Unicef señala que el ciberacoso vulnera gravemente a las víctimas en el ámbito de 

salud física y mental.  

 

Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) define al 

ciberacoso o acoso cibernético como la situación en que una persona es expuesta, 

repetidamente y de forma prolongada en el tiempo a acciones negativas, con la 

intención de causar, o tratar de causar, daño o molestias, por parte de una o más 

personas usando medios ele ctrónicos tales como el teléfono celular e Internet. 4 

 

Según el Comunicado de Prensa 371/21 del 5 de julio del 2021 relativo al módulo sobre 

Ciberacoso 2020 del INEGI, los adolescentes y jóvenes son los más expuestos en 

situación de ciberacoso: 23% de los  hombres de 20 a 29 años, y 29.2% de las mujeres 

de 12 a 19 años, señalaron haber vivido algún tipo de ciberacoso de acuerdo a los 

resultados de la Encuesta sobre Disponibilidad y Uso de las tecnologías de la 

Información en los hogares (ENDUTIH) 2020.  

 

Entre los efectos más comunes que sufren las víctimas de ciberacoso se encuentran el 

enojo, desconfianza, miedo e inseguridad. Pueden sentirse avergonzados, nerviosos, 

ansiosos y ésto puede llevar al aislamiento de amigos y familiares, a tener 

pensamientos ne gativos, sentirse culpables y juzgados negativamente, así como 

habitualmente sentirse solos y abrumados y perder la motivación. Lo anterior incide, 

por tanto, primordialmente en la salud mental de las víctimas.  

 

Las empresas de redes sociales mencionadas a l inicio de la resolución  de ella señalan 

que hay herramientas para combatir el acoso en línea, que incluyen sencillos pasos 

                                                           
3 https://www.unicef.org/es/end-violence/ciberacoso-que-es-y-como-detenerlo 

 
4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/EstSociodemo/MOCIBA-2020.pdf 

https://www.unicef.org/es/end-violence/ciberacoso-que-es-y-como-detenerlo


 

como bloquear, silenciar, denunciar, restringir cuentas, filtrar comentarios y solicitudes 

de mensajes, modificar configuraciones.  

 

Actualmente, si bien es cierto que ni el Código Penal Federal, ni nuestro Código Local 

prevén como delito dicha conducta, no menos cierto lo es, que la Ley de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado de San Luis Potosí si prevé y de fine 

la òviolencia digitaló, en su art²culo 4Á, fracci·n III, como: 

 

òlos actos de, acoso, hostigamiento, amenazas, insultos, vulneraci·n de datos e 

información privada, divulgación de información apócrifa, mensajes de odio, difusión 

de contenido sexual si n consentimiento, textos, fotografías, videos y/o datos 

personales u otras impresiones gráficas sonoras, verdaderas o alteradas, o cualquier 

otra acción que sea cometida a través de tecnologías de la información y la 

comunicación, plataformas de internet, redes sociales, correo electrónico, 

aplicaciones, o cualquier otro espacio digital, y atente contra la integridad, la 

dignidad, la intimidad, la libertad, la vida privada, o vulnere algún derecho humano 

de las mujeresó. 

 

Ahora bien, el hecho de que el Orde namiento en cita se refiera òa mujeresó, no deja 

de lado a los hombres, en razón de que del artículo 3°, fracción IV del mismo, de la 

definici·n de òderechos humanos de las mujeresó, se desprende que, son los 

contenidos, entre otros, en la Convención sobre  los Derechos de la Niñez, por tanto, 

estamos en presencia de derechos humanos universales, respecto de los cuales, 

definiciones como la de òviolencia digitaló indiscutiblemente debe venir incluida en 

Ordenamientos como la Ley local de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.  

 

El ciberacoso no es un tema menor, y si organismos internacionales como la UNICEF 

han definido tal conducta, y se ha ocupado del tema, es menester incluirlo en nuestras 

agendas de gobierno, en nuestras leyes, y difundir inform ación al respecto sobre los 

riesgos del uso de tecnologías, así como las herramientas para prevenirlo, tratarlo y 

erradicarlo, toda vez que la normalización de la violencia en el entorno digital es 

inadmisible en una sociedad democrática con aspiraciones a l respeto pleno de los 

derechos humanos universales.  

 

Actualmente la Ley de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes del Estado 

contempla en el Cap²tulo (D®cimo Cuarto), denominado òDerechos a la Libertad de 

Expresi·n y de Acceso a la Informaci·nó, que comprende los artículos 60 al 64. El 

artículo 61 prevé que las niñas, niños y adolescentes tienen derecho al libre acceso a 

la información, y que las autoridades estatales y municipales promoverán la difusión 

de información y material que tenga por fin alidad garantizar su bienestar social y 

ético, así como su desarrollo cultural y salud física y mental. Para efectos de lo anterior, 

el artículo 63 dispone que las autoridades estatales competentes procurarán la 

difusión de la información y materiales rela cionados sobre todo con el tono de 

contenidos de programas de radio y televisión, anuncios, publicidad, videos, impresos, 

espectáculos públicos, películas, y cualquier otra forma de comunicación o 



 

información que promuevan violencia y sean perjudiciales pa ra el bienestar de la 

infancia.  

 

Como se puede observar, las diez fracciones del dispositivo en comento, van 

enfocados primordialmente a vigilar medios de comunicación como radio y televisión, 

dejando a un lado a las redes sociales, no obstante que vivimos  en una era digital, en 

la que el internet se ha colocado como el medio de comunicación más utilizado por 

la sociedad. Ante esta situación, el objetivo de esta modificación es incidir en la 

problemática creciente del ciberacoso y violencia digital en nuest ro Estado, y que las 

acciones en pro de ello deriven de la propia Ley, por ello, se incorpora a las redes 

sociales y la violencia digital.  

 

PROYECTO  

DE  

DECRETO 

 

ÚNICO. Se REFORMAN  los artículos, 6° en sus fracciones XXIX, y XXX, Y 63 en su párrafo 

primero, y en sus fracciones I, III, VI, Y X ; y adiciona al artículo 6° la fracción XXXI de la 

Ley de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de San Luis Potosí,  para 

qu edar como sigue  

ARTÍCULO 6°. é 

 
I a  XXVIII. é 
 
XXIX. é; 
 
XXX. é, y 

 

XXXI. Violencia digital: los actos de, acoso, hostigamiento, amenazas, insultos, 

vulneración de datos e información privada, divulgación de información apócrifa, 

mensajes de odio, difusió n de contenido sexual sin consentimiento, convencimiento y 

reclutamiento, textos, fotografías, videos y/o datos personales u otras impresiones 

gráficas sonoras, verdaderas o alteradas, o cualquier otra acción que sea cometida 

a través de tecnologías de la información y la comunicación, plataformas de internet, 

redes sociales, correo electrónico, aplicaciones, o cualquier otro espacio digital,  que 

atenten contra la integridad, la dignidad, la intimidad, la libertad, la vida privada, o 

vulneren algún derecho  humano de las niñas, niños y adolescentes.  

 

ARTÍCULO 63. Sin perjuicio de lo previsto en las disposiciones aplicables a los medios de 

comunicación, las autoridades educativas, de salud, de seguridad pública, de 

prevención y de protección de niñas, niños y  adolescentes, y demás  a las que por 

sus atribuciones corresponda, deberán  difundir información y materiales relacionados 

con:  

 



 

I. Orientar a niñas, niños y adolescentes en el conocimiento de sus derechos, para 

salvaguardar su desarrollo integral ; 

 

IIé 

 

III. La vigilancia en los espectáculos públicos, las películas, los programas de radio y 

televisión, los videos, los impresos, las redes sociales, plataformas digitales, correos 

electrónicos y cualquier otra forma de comunicación e información o espacio di gital 

a que tengan acceso niñas, niños y adolescentes, no sean perjudiciales para su 

bienestar integral , o que atenten contra su dignidad;  

 

IV Y V. é 

 

VI. La prevención de violaciones a los derechos humanos de niñas, niños y 

adolescentes, la comisión de ac tos delictivos y cualquier forma de violencia ; 

 

VII a IXé 

 

X. El enfoque de inclusión, igualdad sustantiva, no discriminación, y perspectiva de 

derechos humanos, así como de prevención y atención de la violencia digital.  

é 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO. Este Decre to entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 

Peri·dico Oficial del Estado òPlan de San Luisó. 

 

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se 

opongan al contenido del presente Decreto.  
 

D A D O EN LA SALA DE COMISIONES òLIC. LUIS DONALDO COLOSIO MURRIETAó DEL CONGRESO 

DEL ESTADO, A LOS SEIS DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DOS DEL MIL VEINTIDOS. 

 

D A D O EN LA SALA DE COMISIONES òVENUSTIANO CARRRANZA DE LA GARZAó DEL CONGRESO 

DEL ESTADO, A LOS VEINTIDÓS DÍAS DEL MES DE FEBRERO DEL DOS MIL VEINTITRES. 



 

 

 



 



 

 
Dictamen con 
Proyecto de 
Iniciativa 

 
 



 

DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Puntos Constitucionales; y del Agua, se permiten someter a la 
consideración de esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, 
antecedentes, y consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria del diecisiete de febrero de esta anualidad, fue presentada por las 
legisladoras y los legisladores, Dolores Eliza García Román, José Luis Fernández Martínez, 
Eloy Franklin Sarabia, Martha Patricia Aradillas Aradillas, Edgar Alejandro Anaya Escobedo, 
Roberto Ulises Mendoza Padrón, Nadia Esmeralda Ochoa Limón, Cinthia Verónica Segovia 
Colunga, Salvador Isais Rodríguez, y René Oyarvide Ibarra, iniciativa mediante la que plantean 
reformar el artículo 24 en su párrafo segundo de la Ley de Aguas Nacionales. 
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 1040, a las 
comisiones de, Puntos Constitucionales; y del Agua. 
 
Por lo que al entrar al análisis de la iniciativa en comento, los integrantes de las dictaminadoras 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que de conformidad con lo que establecen los artículos, 71 fracción III, 73 fracción 
XVII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción III, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 
57 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;  y 15 
fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis Potosí, es facultad 
de esta Soberanía, iniciar ante el Congreso de la Unión las leyes y decretos que sean de la 
competencia de éste, así como la reforma, abrogación y derogación de unas u otros. 
 
SEGUNDA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracciones, I, y XVI, 99, y 
113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las comisiones de, 
Puntos Constitucionales; y del Agua, son competentes para dictaminar la iniciativa de mérito. 
 
TERCERA. Que la iniciativa fue presentada por quienes tienen atribución para ello, de acuerdo 
a lo que disponen los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí; y 130, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
CUARTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los artículos, 131, 
de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso del Estado. 
 
QUINTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el artículo 92 párrafo segundo, de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se 
observa, luego de que la iniciativa que se analiza fue turnada a estas comisiones el diecisiete 



 

de febrero de dos mil veintidós, por lo que en tiempo se expide el presente instrumento 
parlamentario. 
 
SEXTA. Que la iniciativa se sustenta al tenor de la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
El artículo 24,de la Ley de Aguas nacionales en su segundo párrafo al final de este indica lo siguiente:  
 
ñLas concesiones o asignaciones en los términos del Artículo 22 de esta Ley, serán objeto de prórroga 
hasta por igual término y características del título vigente por el que se hubieren otorgado, siempre y 
cuando sus titulares no incurrieren en las causales de terminación previstas en la presente Ley, se 
cumpla con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del Artículo 22 de esta Ley y en el presente Artículo y 
lo soliciten dentro de los últimos cinco años previos al término de su vigencia, al menos seis 
meses antes de su vencimiento.ò  
 
Este párrafo se concibió de esta manera por la razón de que el usuario presentará su trámite de 
prorroga con anticipación a su vencimiento y la CONAGUA realizará el análisis del trámite y resolviera 
en tiempo (tiempo razonable de 6 meses), y con ello al término de la concesión al usuario se le 
entregará la nueva concesión prorrogada y no dejarlo en estado de indefensión, ya que cuando se 
concluyera la vigencia de su primera concesión esta ya estuviera autorizada y prorrogada al siguiente 
día, pero este hecho en la actualidad no se da, ya que la CONAGUA tarda en promedio un año en 
resolver, aun si lo presentas antes de los seis meses del vencimiento al usuario no le llega su concesión 
prorrogada en tiempo.  
 
Por lo que esto ha llevado a que muchos usuarios de aguas nacionales en particular, hayan perdido 
sus concesiones, ya que, sin tener la concesión vencida, su trámite de prorroga la presentaron en un 
tiempo menor a seis meses antes de su vencimiento, y la CONAGUA, por este hecho ha resuelto los 
tramites de prorroga en sentido negativo.  
 
Por lo que, proponemos cambiar estas últimas líneas del segundo párrafo del artículo a lo que siguiente:  
 
La solicitud de prórroga deberá presentarse dentro del último año de vigencia del título de Concesión y 
hasta un día antes de su vencimiento.  
 
Quedando el párrafo de la siguiente manera:  
 
ñLas concesiones o asignaciones en los t®rminos del Art²culo 22 de esta Ley, ser§n objeto de pr·rroga 
hasta por igual término y características del título vigente por el que se hubieren otorgado, siempre y 
cuando sus titulares no incurrieren en las causales de terminación previstas en la presente Ley, se 
cumpla con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del Artículo 22 de esta Ley y en el presente Artículo y 
la soliciten dentro del último año de vigencia del título de concesión y hasta un día antes de su 
vencimiento.ò 
 
Con esta modificación los usuarios no los dejaríamos en estado de indefensión al negarles el trámite 
de prorroga la CONAGUA, aun cuando su título de concesión se encuentra vigente. Además, al realizar 
esta reforma al artículo 24 en su segundo párrafo, con la retroactividad de la ley, apoyaríamos a muchos 
usuarios que en la actualidad por este supuesto la CONAGUA les ha resuelto en sentido negativo su 
tr§mite de pr·rroga.ò 

 



 

SÉPTIMA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, a saber: 
 

LEY DE AGUAS NACIONALES (VIGENTE) PROPUESTA DE REFORMA (TURNO 637) 

ARTÍCULO 24. El término de la concesión o asignación 
para la explotación, uso o aprovechamiento de las 
aguas nacionales no será menor de cinco ni mayor de 
treinta años, de acuerdo con la prelación del uso 
específico del cual se trate, las prioridades de 
desarrollo, el beneficio social y el capital invertido o 
por invertir en forma comprobable en el 
aprovechamiento respectivo. En la duración de las 
concesiones y asignaciones, "la Autoridad del Agua" 
tomará en consideración las condiciones que guarde 
la fuente de suministro, la prelación de usos vigentes 
en la región que corresponda y las expectativas de 
crecimiento de dichos usos.  
 
Las concesiones o asignaciones en los términos del 
Artículo 22 de esta Ley, serán objeto de prórroga 
hasta por igual término y características del título 
vigente por el que se hubieren otorgado, siempre y 
cuando sus titulares no incurrieren en las causales de 
terminación previstas en la presente Ley, se cumpla 
con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del Artículo 22 
de esta Ley y en el presente Artículo y lo soliciten 
dentro de los últimos cinco años previos al término de 
su vigencia, al menos seis meses antes de su 
vencimiento. 
 
 La falta de presentación de la solicitud a que se 
refiere este Artículo dentro del plazo establecido, se 
considerará como renuncia al derecho de solicitar la 
prórroga.  
 
Para decidir sobre el otorgamiento de la prórroga se 
considerará la recuperación total de las inversiones 
que haya efectuado el concesionario o asignatario, en 
relación con la explotación, uso o aprovechamiento 
de los volúmenes concesionados o asignados.  
 
"La Autoridad del Agua" está obligada a notificar 
personalmente a los promoventes la resolución sobre 
las solicitudes respectivas referidas en el presente 
Capítulo, conforme al plazo establecido en el Artículo 
22 de la presente Ley y al procedimiento establecido 
en el Artículo 35 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo. En caso de que la autoridad omita dar 
a conocer al promovente la resolución recaída a su 
solicitud, se considerará que ha resuelto negar lo 
solicitado. La falta de resolución a la solicitud podrá 
implicar responsabilidades a los servidores públicos a 

ARTÍCULO 24. Χ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Las concesiones o asignaciones en los términos del 
Artículo 22 de esta Ley, serán objeto de prórroga 
hasta por igual término y características del título 
vigente por el que se hubieren otorgado, siempre y 
cuando sus titulares no incurrieren en las causales de 
terminación previstas en la presente Ley, se cumpla 
con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del Artículo 22 
de esta Ley y en el presente Artículo y la soliciten 
dentro del último año de vigencia del título de 
concesión y hasta un día antes de su vencimiento. 
 
 
Χ 
 
 
 
 
Χ 
 
 
 
 
 
Χ 



 

quienes competa tal resolución, conforme a lo 
dispuesto en las leyes aplicables. 

 
OCTAVA. Que del contenido de las consideraciones, Sexta y Séptima, se desprende que el 
propósito de la idea legislativa en estudio, es que tratándose de la prórroga de las concesiones 
o asignaciones de explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales, ésta sea 
posible solicitarla dentro del último año de vigencia del título de concesión y hasta un día antes 
de su vencimiento, ya que como lo explican los promoventes, pues con la disposición vigente 
el usuario lleva a cabo el trámite para la prórroga con la debida anticipación, sin embargo la 
Comisión Nacional del Agua tarda aproximadamente un año en resolver lo que trae como 
consecuencia que no llegue en tiempo la concesión prorrogada, ocasionando la pérdida de la 
concesión o asignación, razonamiento con el que coinciden los integrantes de la 
dictaminadora, por lo que valoran viable la iniciativa que se analiza. 
 
Por lo expuesto, las comisiones de, Puntos Constitucionales;  y del Agua, con fundamento en 
lo establecido en los artículos, 57 fracción I, 61, y 64, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 84 fracción I, 98 fracciones, I, y XVI, 99, y 
113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí; 61, 62, 85, y 86, del 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado, emiten el siguiente 
 
 A C U E R D O  
 
ÚNICO. La LXIII Legislatura del Honorable Congreso del Estado de San Luis Potosí, con 
fundamento en los artículos, 71 fracción III, 73 fracción XVII de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 55 fracción III del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 57 fracción II de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y 15 fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado de San Luis Potosí, sometemos a la consideración de la Cámara de 
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, para su trámite legislativo, iniciativa que 
plantea reformar el artículo 24 en su párrafo segundo de la Ley de Aguas Nacionales, al tenor 
de la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
Tratándose de la prórroga de las concesiones o asignaciones de explotación, uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales, se reforma el artículo 24 en su párrafo segundo de 
la Ley de Aguas Nacionales, para que sea posible solicitarla dentro del último año de vigencia 
del título de concesión y hasta un día antes de su vencimiento, a efecto de que llegue en tiempo 
la concesión prorrogada, con lo cual se evita la pérdida de la concesión o asignación, lo que 
sin duda ocasiona un grave perjuicio al usuario. 
 

PROYECTO 
DE 

DECRETO 
 

ÚNICO.  Se REFORMA el artículo 24 en su párrafo segundo de la Ley de Aguas Nacionales  

para quedar como sigue 
 



 

ARTĉCULO 24. é 
 
Las concesiones o asignaciones en los términos del Artículo 22 de esta Ley, serán objeto de 
prórroga hasta por igual término y características del título vigente por el que se hubieren 
otorgado, siempre y cuando sus titulares no incurrieren en las causales de terminación 
previstas en la presente Ley, se cumpla con lo dispuesto en el Párrafo Segundo del Artículo 
22 de esta Ley y en el presente Artículo y la soliciten dentro del último año de vigencia del 
título de concesión y hasta un día antes de su vencimiento. 
 
é 
 
é 
 
é 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación.  
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
D A D O POR LA COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES, EN LA SALA ñLIC. LUIS 
DONALDO COLOSIO MURRIETAò, DEL EDIFICIO ñPRESIDENTE JUĆREZò, DEL 
HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, A LOS VEINTE DÍAS DEL MES DE FEBRERO 
DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. 
 
D A D O POR LA COMISIčN DEL AGUA, LA SALA ñVENUSTIANO CARRANZAò, DEL 
EDIFICIO ñPRESIDENTE JUĆREZò, DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO. A LOS 
VEINTISIETE DÍAS DEL MES DE SEPTIEMBRE DEL AÑO DOS MIL VEINTIDÓS. 
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DIPUTADAS SECRETARIAS DE LA LXIII LEGISLATURA  
DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO, 
P R E S E N T E S. 
 
Las comisiones de, Puntos Constitucionales; y Asuntos Indígenas, se permiten someter a la 
consideración de esta Asamblea Legislativa el presente dictamen, al tenor de los siguientes, 
antecedentes, y consideraciones. 

 
A N T E C E D E N T E S  

 
1. En Sesión Ordinaria del treinta de septiembre de dos mil veintiuno, fue presentada por la 
Legisladora Gabriela Martínez Lárraga, y C. Carmelo Rodríguez Rojas, Presidente de los 
Pueblos Ind²genas de las Etnias Xiôiuy, T®nek y N§huatl, mediante la que plantea reformar el 
artículo 9° en su párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
San Luis Potosí. Reformar el artículo 3° en su párrafo último de la Ley de Consulta Indígena 
para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.  
 
2. La iniciativa citada en el párrafo que antecede, se turnó con el número 120, a las comisiones, 
de Puntos Constitucionales; y Asuntos Indígenas. 
 
Por lo que al entrar al análisis de la iniciativa en comento, los integrantes de las dictaminadoras 
atendemos a las siguientes: 
 

C O N S I D E R A C I O N E S 
 

PRIMERA. Que esta Soberanía solo puede actuar de acuerdo a lo que expresamente  le 
faculta la ley,  por lo que sus funciones deberán ajustarse a las atribuciones que conforme a 
Derecho le son determinadas.   
 
Al constituirse nuestro país, en una República representativa, democrática, laica y federal, 
compuesta por estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por 
la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios previstos en 
el Pacto Político Federal, las entidades federativas gozan de autonomía para tomar decisiones 
de gobierno en el ámbito de su competencia. No obstante ello, los ordenamientos locales 
deben guardar  armonía con los federales para que éstos sean válidos y vigentes, lo que viene 
a constituir la armonización normativa. 
 
La competencia legislativa entre la Federación y los estados, encuentra sustento en lo previsto 
en el artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece 
que todas aquellas competencias que no sean asignadas a la Federación deben entenderse 
reservadas a los estados.  Por lo que, al no ser la materia de la iniciativa que con este dictamen 
se atiende, facultad reservada para el Congreso de la Unión, de conformidad con el artículo 73 
de la Constitución General, esta Soberanía emite el presente instrumento parlamentario. 
 
SEGUNDA. Que de conformidad con lo que establece el artículo 57 fracción I, de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí,  es atribución de este 
Poder Legislativo del Estado, dictar, abrogar y derogar leyes. 
 



 

TERCERA. Que en observancia a lo estipulado por los artículos, 98 fracciones, II, y  XVII, 100, 
y 113, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de San Luis Potosí, las comisiones de, 
Puntos Constitucionales; y Asuntos Indígenas, son competentes para dictaminar la iniciativa 
de mérito. 
 
CUARTA. Que la idea legislativa en estudio plantea reformar la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, facultad reservada exclusivamente para las y  los 
diputados, el Gobernador del Estado, el Supremo Tribunal de Justicia, y a los ayuntamientos, 
en observancia con lo previsto por el numeral 137 párrafo primero,  correlativo del arábigo 61 
del Pacto Político Estatal, y si bien es cierto esta iniciativa la suscribe un ciudadano, quien no 
está facultado para promover modificaciones a la Constitución del Estado, también lo es que 
en primer término es signada por la Legisladora Gabriela Martínez Lárraga, y que el propósito 
que busca deviene de solicitudes de personas integrantes de comunidades indígenas a 
quienes les impacta la propuesta en análisis, la cual además fue materia de la consulta a los 
pueblos y comunidades indígenas y  personas afromexicanas realizada el año dos mil 
veintidós. Razonamientos por los que las dictaminadoras consideran solventados los extremos 
previstos en los artículos, 61 de la Constitución Política del Estado; y 130, de la Ley Orgánica 
del Poder Legislativo del Estado. 
 
QUINTA. Que la iniciativa que se analiza cumple los requisitos que señalan los numerales, 
131, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; y 67, del Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso del Estado. 
 
SEXTA. Que por cuanto hace al periodo señalado en el dispositivo 92 párrafo segundo, de la 
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, respecto a la emisión de dictámenes, éste se 
observa, luego de que la iniciativa que se analiza fue turnada a estas comisiones el treinta de 
septiembre de dos mil veintiuno, respecto del que se solicitó prórrogas, ello en virtud de tratarse 
de una propuesta que requiere ser consultada, por lo que en tiempo se expide el presente 
instrumento parlamentario. 
 
SÉPTIMA. Que la iniciativa en estudio se sustenta al tenor de la siguiente: 
 

ñEXPOSICIčN DE MOTIVOS 
 

El derecho a la identidad cultural y a la libre autodeterminación son derechos fundamentales que hasta 
el momento no han podido tener plena vigencia, incluso con todo el apoyo de organismos, 
declaraciones y convenciones internacionales.  
 
Las prerrogativas que derivan de la Convención Americana de los Derechos Humanos y de otras 
Declaraciones Internacionales no deben constituir una mera enunciación de derechos, sino verdaderos 
instrumentos vinculantes a nuestra realidad respecto a los pueblos indígenas y otras minorías. 
La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los pueblos indígenas, precisa en su 
artículo 2° que "Los pueblos y las personas indígenas son libres e iguales a todos los demás pueblos 
y personas y tienen derecho a no ser objeto de discriminación en el ejercicio de sus derechos que esté 
fundada en particular, en su origen o identidad indígenas" 
 
As² mismo, en su art²culo 3Á, dicha Declaraci·n prev® que  ñLos pueblos ind²genas tienen derecho a la 
libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo econ·mico, social y cultural.ò 
 



 

En ese sentido, el artículo 2° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 
5Á, establece que ñEl derecho de los pueblos ind²genas a la libre determinación se ejercerá en un 
marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos 
y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, las que 
deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores 
de este artículo, criterios etnoling¿²sticos y de asentamiento f²sicoò. 
 
Por su parte, la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, en su artículo 9°, fracciones IV y V 
establecen, entre otros derechos de los pueblos indígenas, los siguientes: 
 
IV. La conciencia de su identidad étnica deberá ser criterio fundamental para determinar a quienes 
se aplican las disposiciones sobre pueblos y comunidades indígenas. Las propias comunidades 
coadyuvarán en última instancia a este reconocimiento;  
 
V. El Estado reconoce el derecho de los pueblos indígenas y sus comunidades a la libre 
determinación, misma que se expresa en el ámbito de su autonomía; ella bajo el principio de la 
subsidiariedad y complementariedad en correspondencia con el marco del orden jurídico vigente; 
Puede decirse que el alcance del derecho fundamental recogido, tanto en las Constituciones, como en 
las Declaraciones antes aludidas, denominado ñderecho al libre determinaci·nò refleja un conjunto de 
libertades encaminadas a enriquecer el proyecto de cada colectividad en cuanto a su autonomía, que 
van desde su denominación hasta su organización social, económica y política, cuyo único límite es la 
no afectación a terceros o la alteración del orden público. 
 
El desarrollo de esta autonomía va un poco más allá del propio reconocimiento normativo existente, 
tiene que ver con la gestión de lo cotidiano, con un empoderamiento que deriva de una reparación 
histórica, de una restitución ancestral que obedece a la presencia previa de un ñas² est§bamos antes 
de...ò 
 
Ahora bien, en cuanto contenido esencial del derecho denominado ñderecho a la identidad culturalò 
podemos afirmar que tiene que ver con las raíces o conjunto de características que identifican a una 
colectividad y la diferencian de otras ñLa identidad supone un reconocimiento y apropiaci·n de la 
memoria histórica, del pasado. Un pasado que puede ser reconstruido o reinventado, pero que es 
conocido y apropiado por todos. El valorar, restaurar, proteger el patrimonio cultural es un indicador 
claro de la recuperaci·n, reinvenci·n y apropiaci·n de una identidad culturalò1 
 
Tomando en consideración la importancia del lenguaje en la naturaleza humana, como manifestación 
perceptible de la esencia misma del hombre, en lo individual, así como del desarrollo de su personalidad 
y del de su colectividad, y revisando la noción de los términos Pame y Xiôoi, nos permitimos dar un 
salto en el tiempo, para analizar la transformación de los mismos en razón de la denominación que 
estos pueblos emplean para identificarse realmente y la denominación impuesta por investigadores, en 
su momento. 
 
Este fenómeno ha sido recurrente desde antes de la conquista española: frecuentemente se ha 
denominado a diversos pueblos indígenas de México de distinta forma a la que los propios pueblos 
emplean para identificarse. 
 
En el caso en concreto, este grupo disperso en parte del suelo potosino, con una presencia importante 
en el Ejido La Palma (Municipio de Tamasopo) donde se concentran aproximadamente treinta 
comunidades, señalan que la palabra PAME no es aceptada por los habitantes de la etnia Xi'iuy, como 

                                                           
1 Identidad cultural un concepto que evoluciona Olga Lucía Molano L. (Consultora internacional en temas de gestión y producción cultural, 
desarrollo local, administración de proyectos de desarrollo y de organizaciones), Revista Opera No. 7, página 84. 
 
 



 

un término que deba representar la identidad étnica, en razón de que es utilizado constantemente para 
denigrar la condición humana de las personas, dado que su significado se refiere a "persona tonta y 
negativa", les resulta despectivo. 
 
Por tanto, es importante responder a las aspiraciones en tal sentido del grupo con la expectativa de 
generar un proceso representativo, exhaustivo e incluyente en cuanto a su identidad histórica. 
 
Los t®rminos Pame y Xi'oi fueron o Xiôoi impuestos por la antrop·loga Heidi Chemin Bªssler en sus 
investigaciones realizadas al pueblo Xi'iuy, bajo una construcción significativa que no descifraron en su 
oportunidad y que, por tanto, aún de manera involuntaria, viene a irrespetar y desconocer por completo 
la identidad y personalidad colectiva de este grupo. 
 
Ello infiere en la real configuración de la identidad histórica de la etnia y anula su derecho a la 
autodeterminación, pues solo ellos son los verdaderos conocedores de su cultura y de su origen, por 
lo que en un intento de contribuir a reivindicar dicha identidad y autodeterminación es menester suprimir 
los t®rminos Pame y Xiôoi del texto de la Constituci·n Pol²tica del Estado de San Luis Potosí, así como 
de la Ley de Consulta Ind²gena para el Estadoy sus Municipios, y sustituirlos por el t®rmino Xiôiuy que 
efectivamente da identidad a la etnia. 
 
Lo anterior con el propósito de fortalecer los procesos de autonomía e identidad propias de la etnia, así 
como de consolidad su participación efectiva en el diseño de su autodeterminación, que constituyen, 
entre otras, unas de las premisas fundamentales del Programa Nacional de los Pueblos Indígenas 
2018-2024. 
 
De esta manera empezaremos  a construir un camino de respeto y coordinación con nuestros pueblos 
indígenas, a fin de dar respuestas efectivas a sus reivindicaciones y aspiraciones, garantizando sus 
derechos y fortaleciendo sus culturas e identidades colectivas. 
 
Ahora bien, en cuanto al requisito de Consulta previa, libre e informada que deriva de la presente 
iniciativa y al que se refieren: (1) El Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, adoptado el 27 
de junio de 1989 por la  Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en su 
septuagésima sexta  reunión realizada en Ginebra; ratificado por el Senado de la República el 11 de 
julio de 1990, y  publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de agosto de ese último año, 
ratificado por el Presidente de la  República mediante decreto promulgatorio  del 25  de septiembre de 
1990, publicado el 24 de enero de 1991 en el Diario Oficial de la  Federación; (2) la Recomendación 
General No. 27/2016 de fecha 22 de julio del 2016 emitida por la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos sobre el Derecho a la Consulta previa de los pueblos y comunidades indígenas de la 
República Mexicana; y (3) el artículo 9° de la Ley de Consulta Indígena para el Estado y sus Municipios, 
cabe tomar en consideración lo siguiente: 
 
Toda vez que la forma de garantizar con efectividad a los pueblos indígenas el derecho a la consulta 
previa es asegurando que la realización de los proyectos estatales puedan ser viables como 
resultado del consentimiento en el proceso de consulta, y en el caso en concreto, esta iniciativa 
surge de una propia aspiración de la etnia, no tendría que ser objeto de consulta, máxime cuando en 
términos de los dispuesto por el artículo 9°, fracción IV de la Ley de Consulta Indígena para el Estado 
y sus Municipios, la presente propuesta se refiere a una adecuación de una norma ya prevista, es decir, 
que no estamos creando una nueva norma que tenga que ver con la organización social o política del 
grupo que nos ocupa.ò 

 
OCTAVA. Que el artículo 86 en su fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso del Estado, dispone que el dictamen legislativo deberá contener un cuadro 
comparativo entre las leyes vigentes y la iniciativa propuesta, a saber: 
 



 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE SAN LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
 

ARTICULO 9°. El Estado de San Luis Potosí tiene una 
composición pluriétnica, pluricultural y multilingüística 
sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. 
Reconoce la existencia histórica y vigente en su territorio 
de los pueblos Nahuas, Teének o Huastecos, y Xi´oi o 
Pames, así como la presencia regular de los Wirrarika o 
Huicholes.  
 
Asegurando la unidad de la Nación la ley establecerá sus 
derechos y obligaciones conforme a las bases siguientes:  
 
I. Queda prohibida toda discriminación por origen étnico, 
o que por cualquier otro motivo atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas;  
 
II. El Estado reconoce a sus pueblos indígenas su unidad, 
lenguas y derechos históricos, manifiestos éstos en sus 
comunidades indígenas a través de sus instituciones 
políticas, culturales, sociales y económicas, así como su 
actual jurisdicción territorial, formas autonómicas de 
gestión y capacidad de organización y desarrollo internos; 
 
III. Las comunidades integrantes de un pueblo indígena 
son aquellas que forman una unidad política, social, 
económica y cultural; asentadas en un territorio y que 
reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y 
costumbres. La ley establecerá los mecanismos y criterios 
para la identificación y delimitación de las mismas, 
tomando en cuenta además de los anteriores, los criterios 
etnolingüísticos;  
 
IV. La conciencia de su identidad étnica deberá ser criterio 
fundamental para determinar a quienes se aplican las 
disposiciones sobre pueblos y comunidades indígenas. 
Las propias comunidades coadyuvarán en ultima 
instancia a este reconocimiento;  
 
V. El Estado reconoce el derecho de los pueblos indígenas 
y sus comunidades a la libre determinación, misma que se 
expresa en el ámbito de su autonomía; ella bajo el 
principio de la subsidiariedad y complementariedad en 
correspondencia con el marco del orden jurídico vigente;  
 
VI. El Estado otorga a las comunidades indígenas la 
calidad de sujetos de derecho público, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios; VII. Se reconoce la 
estructura interna de las comunidades indígenas, 
concebida como un sistema que comprende una 
asamblea general, diversos cargos y jerarquías;  
 
VIII. En el ámbito de su autonomía las comunidades 
indígenas podrán preservar y enriquecer sus lenguas, 
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conocimientos y todos los elementos que formen parte 
de su cultura e identidad. El Estado coadyuvará en la 
preservación, enriquecimiento de sus lenguas, 
conocimientos y todos los elementos que conformen su 
identidad cultural;  
 
IX. Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 
municipal podrán coordinarse y asociarse en los términos 
y para los efectos que prevenga la ley;  
 
X. En los términos que establece la Constitución federal y 
las demás leyes de la materia, y dentro de los ámbitos de 
competencia del Estado y municipios, los pueblos y 
comunidades indígenas tendrán derecho a la 
preservación de la naturaleza, y de los recursos que se 
encuentran ubicados en sus tierras o en la totalidad del 
hábitat que ocupan o disfrutan, así como preferencia en 
el uso y disfrute de los mismos;  
 
XI. La jurisdicción indígena y sus competencias se 
corresponden con la organización social y el espacio 
geográfico o territorios donde se asientan las 
comunidades. Las comunidades indígenas elegirán y 
designarán a sus representantes y órganos de autoridad 
internos, y ante los ayuntamientos, en correspondencia 
con sus sistemas normativos y formas de organización 
comunitaria. La ley reglamentaria establecerá las bases al 
respecto, observando el principio de paridad de género 
conforme a las normas aplicables.  
 
XII. Mediante acciones coordinadas entre los distintos 
órdenes de gobierno, las autoridades municipales 
determinarán equitativamente las asignaciones 
presupuestales que las comunidades indígenas 
administrarán directamente para fines específicos;  
 
XIII. El Estado garantizará a los indígenas el efectivo 
acceso a la jurisdicción del mismo. Para garantizar este 
derecho, en los juicios y procedimientos en que aquéllos 
sean parte, individual o colectivamente, deberán tomarse 
en cuenta sus costumbres y especificidades culturales;  
 
XIV. La ley establecerá los casos y procedimientos para 
que los sistemas normativos que las comunidades 
indígenas utilizan para la solución y regulación de sus 
conflictos internos, sean validados por los jueces y 
tribunales correspondientes. Las personas indígenas 
tendrán derecho a contar durante todo el procedimiento, 
con el auxilio de un traductor y un defensor que tengan 
conocimiento de su lengua y cultura;  
 
XV. La ley reconocerá y protegerá a los indígenas 
pertenecientes a otro pueblo, o que procedentes de otra 
Entidad federativa residan temporal o permanentemente 
dentro del territorio del Estado, y  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
XVI. Al tenor de lo dispuesto en el Apartado B del artículo 
2º de la Constitución federal, el Estado y los municipios 
con la participación de las comunidades establecerán las 
instituciones, el sistema y las políticas para garantizar el 
desarrollo humano y social de los pueblos y comunidades 
indígenas. La ley incorporará las bases que la Constitución 
federal refiere, y establecerá los mecanismos y 
procedimientos para el cumplimiento de esta obligación 
en los siguientes aspectos:  
 
a) Impulso al desarrollo regional.  
 
b) Incremento en todos los ámbitos a los niveles de 
educación con uso del idioma indígena correspondiente, 
además del español, incorporando las características 
interculturales específicas.  
 
c) Acceso efectivo a todos los servicios de salud con 
aprovechamiento de la medicina tradicional.  
 
d) Mejoramiento de la vivienda, y ampliación de 
cobertura de todos los servicios sociales básicos.  
 
e) Incorporación de las mujeres al desarrollo.  
 
f) Ampliación de la red de comunicaciones, y posibilidad 
para los pueblos y comunidades indígenas para adquirir y 
operar sus propios medios de comunicación.  
 
g) Impulso a las actividades productivas y al desarrollo 
sustentable de las comunidades.  
 
h) Establecimiento de políticas para la protección de los 
migrantes indígenas y sus familias.  
 
i) Consulta a los pueblos indígenas para la  elaboración de 
los planes Estatal y municipales sobre el desarrollo 
integral.  
 
El Congreso del Estado y los ayuntamientos en el ámbito 
de sus respectivas competencias, establecerán 
equitativamente las partidas específicas en los 
presupuestos de egresos que aprueben, para cumplir con 
las disposiciones de este artículo, así como las formas y 
procedimientos para que las comunidades participen en 
su ejercicio y vigilancia.  
 
El Estado reconoce los mismos derechos a las 
comunidades que sean equiparables a las descritas en el 
contenido de este artículo.  
 
Es responsabilidad del Congreso del Estado vigilar que 
todas las leyes o decretos de observancia obligatoria, 
sean publicadas en el Periódico Oficial del Estado en las 
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lenguas propias de los pueblos indígenas de la Entidad 
para su aplicación y entrada en vigor. 

 
 

LEY DE CONSULTA INDÍGENA PARA EL ESTADO Y 
MUNICIPIOS DE SAN LUIS POTOSÍ (VIGENTE) 

PROPUESTA DE REFORMA 
 

ARTICULO 3. Para efectos de la presente Ley se entiende 
por:  
 
I. Asamblea: máxima autoridad de las comunidades 
indígenas;  
 
II. Autoridades Indígenas: las autoridades tradicionales, 
sean agrarias, administrativas, civiles y ceremoniales, 
electas mediante los procedimientos establecidos en los 
sistemas normativos de las comunidades;  
 
III. CDI: Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas;  
 
IV. CEAPI: Coordinación Estatal para la Atención de los 
Pueblos Indígenas;  
 
V. Comunidad Indígena: unidad política, social, 
económica y cultural; asentadas en un territorio y que 
reconocen autoridades propias de acuerdo a sus usos y 
costumbres.  
 
Dichas comunidades pueden corresponder a cualquiera 
de las formas de tenencia de la tierra, es decir, ejidal, 
comunal, o privada;  
 
VI. Consulta: procedimiento por el cual le presentan a los 
pueblos y comunidades indígenas, iniciativas, propuestas 
de planes y programas, modelos de políticas públicas y 
reformas institucionales, que les afectan directamente, 
con el propósito de conocer sus opiniones y recoger e 
identificar sus propuestas. Así como establecer 
adecuadamente, las partidas específicas destinadas al 
cumplimiento de las obligaciones previstas en la fracción 
XVI del artículo 9° de la Constitución Política del Estado, 
en los presupuestos de egresos que respectivamente 
aprueben;  
 
VII. Consultante: los poderes del Estado, los municipios, y 
las instituciones, dependencias, entidades u organismos 
de éstos, que se encuentren obligados a llevar a cabo las 
consultas con las comunidades indígenas;  
 
VIII. Coordinación interinstitucional: estrategia de política 
pública que consiste en articular y coordinar los esfuerzos 
de los poderes del Estado y de los municipios, orientados 
a racionalizar y eficientar los recursos públicos, con el 
propósito de atender los rezagos sociales y construir 
amplios consensos entre pueblos y comunidades;  
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IX. Padrón de comunidades indígenas: es la nómina o 
listado que se hace de las comunidades indígenas, para 
saber sus nombres, numero de población, autoridades y 
organización, así como sus usos y costumbres;  
 
X. Registro de comunidades indígenas: es la inscripción 
asentada en el libro de gobierno, realizada por el 
Ejecutivo del Estado, a través de la Coordinación Estatal 
para la Atención de los Pueblos Indígenas, cuyo objeto es 
recabar información relacionada con su estructura, 
organización y cultura, y  
 
XI. Pueblos Indígenas: aquellos que descienden de 
poblaciones que habitaban el territorio actual del país al 
iniciarse la colonización, y que conservan sus propias 
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas o 
parte de ellas.  
 
San Luis Potosí reconoce la existencia histórica y vigente 
en su territorio de los pueblos Náhuatl, Téenek y Xi Oi, así 
como la presencia regular de los Wirrarica o huicholes. 
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NOVENA. Que la idea legislativa en estudio tiene como objetivo que se corrija el término  xí 
oi, por el de Xi´iuy;  además de que se suprima el término pame, de la disposición constitucional 
en el que se alude a que éste es lo mismo que xí oi. Propósito que se valora procedente, pues 
como se observa en los resultados de la consulta, el 66 por ciento de las personas consultadas 
consideraron viable la propuesta.  
 
Ello es así, porque como lo argumentan los proponentes, es un concepto que no es aceptado 
por los habitantes de la etnia Xiôiu, pues adem§s de que no representa la identidad ®tnica, pues 
constantemente se usa para denigrar la condición de las personas, pues esta expresión 
significa dado que su significado se refiere a "persona tonta y negativa", por lo que sin duda, 
resulta despectivo. 
 
ñEtnograf²a de los pames de San Luis Potos² (Xi ¼i). 
 
En San Luis Potosí la zona xi'úi comprende cinco municipios: Ciudad del Maíz, Alaquines, Tamasopo, 
Rayón y Santa Catarina. La lengua pame que se habla actualmente en toda la región xi'úi tiene dos 
variantes.ò 
 
ñDel nombre 
 
Los pames se llaman a sí mismos Xi úi (o sus variantes locales) que significa "indígena"; este término 
se utiliza para referirse a toda persona descendiente de no-mestiza; por lo anterior, y estrictamente 
hablando, los vocablos pame y xi'úi no son gentilicios. Sólo cuando hablan en español emplean la 
palabra pame para autonombrarse; sin embargo, en la región dicha palabra está cargada de un sentido 
peyorativo, raz·n por la cual tratan de evitarla.ò2 

 

                                                           
2 Recuperado de Etnografía de los pames de San Luis Potosí (Xi úi). | INPI | Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas | Gobierno | gob.mx 
(www.gob.mx) 

https://www.gob.mx/inpi/articulos/etnografia-de-los-pames-de-san-luis-potosi-xi-ui
https://www.gob.mx/inpi/articulos/etnografia-de-los-pames-de-san-luis-potosi-xi-ui


 

DÉCIMA. Que en observancia a lo previsto en el numeral 9º de la Ley de Consulta Indígena 
para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, que a la letra establece: 
 
ñARTICULO 9°. Serán objeto obligado de consulta:  
 
I. El Plan Estatal de Desarrollo;  
 
II. Los planes municipales de desarrollo;  
 
III. Los planes de Desarrollo Urbano, y de centro estratégico de población, cuando afecten el territorio 
correspondiente a las comunidades indígenas;  
 
IV. Las iniciativas de Ley o de reforma de Ley en materia indígena, con excepción de las relativas 
a la materia fiscal y presupuestaria, así como las que se refieran a adecuaciones de normas ya 
previstas, o cuando sean notoriamente improcedentes;  
 
V. Los planes y programas de desarrollo estatales y municipales, relacionados a pueblos y 
comunidades indígenas;  
 
VI. El otorgamiento de concesiones, contratos, y demás instrumentos jurídicos que afecten el uso y 
disfrute de sus tierras o recursos naturales, y  
 
VII. Las propuestas de reformas institucionales de los organismos públicos especializados en su 
atenci·n.ò 
(Énfasis añadido) 
 
De los meses de mayo a agosto del presente a¶o, se llev· a cabo la ñConsulta a pueblos, 
comunidades, mujeres y hombres indígenas y afrodescendientes mexicanos que habitan o 
transitan por el territorio del Estado de San Luis Potosí para obtener opiniones, propuestas o 
recomendaciones en torno a diversas iniciativas legislativasò.  
 
En la cual resulta aplicable para el análisis y dictamen de la idea legislativa que nos ocupa, los 
argumentos contenidos en el documento que se expide como resultado de la consulta citada 
en el párrafo que antecede, y que a continuación se plasman: 



 

 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 



 


